PAGE  
- 3 -

[image: image1.wmf] 

 

 

CONSEJO PERMANENTE

 

OEA/Ser.G

CP/INF. 6604/12
30 noviembre 2012
Original: español
PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES
DEL “INFORME DEL GRUPO DE TRABAJO ESPECIAL DE REFLEXIÓN
SOBRE EL FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS
HUMANOS PARA EL FORTALECIMIENTO DEL SISTEMA INTERAMERICANO
DE DERECHOS HUMANOS” 
/
(Compendio de  propuestas de los Estados Miembros de la OEA recibidas al
30 de noviembre de 2012)
ÍNDICE DE PROPUESTAS DE LOS ESTADOS MIEMBROS

1I.
ARGENTINA


18II.
BRASIL


37III.
CANADÁ


54IV.
CHILE


71V.
COSTA RICA


89VI.
ECUADOR


108VII.
EL SALVADOR


127VIII.
ESTADOS UNIDOS


143IX.
GUATEMALA


162X.
JAMAICA


178XI.
MÉXICO


185XII.
NICARAGUA


201XIII.
PANAMÁ


217XIV.
PERÚ


235XV.
URUGUAY


260XVI.
VENEZUELA





I. ARGENTINA

	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único 

j) de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.


	La falta de ratificación de instrumentos y de reconocimiento de la competencia de la Corte debe ser un tema de interés permanente. Para ello debería conformarse un grupo de alto nivel para aumentar las ratificaciones a la CADH, integrado por juristas y organismos no gubernamentales dedicados a los DDHH, destinado a promover activamente mayor universalidad, incluyendo un diálogo con aquellos países que han denunciado la Convención para que consideren la posibilidad de revisar su decisión.

Al mismo tiempo, resulta vital que el Secretario General de la OEA (SGOEA) incluya el tema como punto de agenda en sus reuniones con Jefes y Jefas de Estados y Cancilleres de países que aún no han ratificado o firmado la CADH, o reconocido la jurisdicción de la Corte IDH, de modo de alentarlos para que lo hagan a la brevedad. Al mismo tiempo, resulta vital que el Secretario General de la OEA (SGOEA) incluya el tema como punto de agenda en sus reuniones con Jefes y Jefas de Estados y Cancilleres de países que aún no han ratificado o firmado la CADH, o reconocido la jurisdicción de la Corte IDH, de modo de alentarlos para que lo hagan a la brevedad.



	II. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	La Argentina le asigna la mayor importancia a la práctica de adopción de medidas cautelares por parte de la CIDH y, de hecho, muchas de ellas han sido sumamente claves para mejoramientos institucionales en la Argentina.

Sin perjuicio de ello, entendemos que debería claramente reglamentarse todos los aspectos vinculados a esta práctica, de manera de cristalizarlas jurídicamente en el reglamento de la CIDH y otorgarle estabilidad y certeza.

En tal sentido, podría avanzarse en:

-
Determinar criterios objetivos que ameriten la adopción de las medidas cautelares de carácter autónomo en función de la gravedad y urgencia así como el tipo de derecho afectado (vida e integridad física en sentido amplio).

-
Fijar un plazo concreto de vigencia.

-
Solicitar información al Estado antes de la adopción de medidas en un espacio de dialogo y cooperación. 

-
Considerar posibles mecanismos internos que deberían ser agotados con carácter previo a una intervención internacional

-
Determinar mayoría agravada para el dictado de una medida cautelar inaudita parte.

	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Resulta necesario mejorar la sustanciación inicial de las peticiones y casos en la Comisión. Para ello podría considerarse:

-
Determinar los plazos máximos en las etapas de revisión inicial, admisibilidad y fondo, evitando la acumulación de peticiones de antigua data que en algunos casos han devenido abstractas por superarse las situaciones denunciadas.

-
Introducir el principio de oportunidad. Criterios de prioridades en el trámite de peticiones.
-
Determinar criterios objetivos de determinación de archivos, incluyendo las consecuencias de la adopción de la medida.

-
Determinar criterios objetivos para la concesión de prórrogas a los plazos vinculados con cumplimiento de recomendaciones formuladas en informes Art. 50, incluyendo posibilidad de suspensión de términos.

-
Establecer criterios objetivos para la remisión de un caso a la Corte, evitando que la CIDH decida automáticamente enviar los casos a la Corte como una categoría residual.

	IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	El éxito de las soluciones amistosas debe ser una de las principales herramientas del sistema. Para ello podría analizarse:

-
El establecimiento efectivo de equipos de mediación por parte de la CIDH, con expertos locales que podrían actuar en nombre de la Comisión acelerando los procesos de solución amistosa.

-
Poner a disposición de las partes a partir del primer traslado de una denuncia (actualmente lo hace recién a partir de la declaración de admisibilidad)

-
Determinar un protocolo de actuación de las soluciones amistosas que fomente el equilibrio y el dialogo franco entre las partes.

-
Fijar un plazo máximo para la adopción del informe Art. 49 de la CADH.


	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	Cabe explorar la posibilidad de realizar un informe general de todos los Estados miembros, incluyendo variables vinculadas al SIDH (grado de ratificación de instrumentos, cantidad de casos, seguimiento y cumplimiento de decisiones, etc.), así como principales desarrollos normativos e institucionales en materia de DDHH. 

La Argentina considera que existen formas creativas, sin implicar mayores recursos y respetando la objetividad, para hacer un seguimiento de la situación de derechos humanos en todos los países de la región, en relación con el sistema interamericano.

Así, para la elaboración de este informe, se podrían utilizar los mecanismos del sistema universal de DDHH, en particular la información ya existente en el Consejo de Derechos Humanos de la ONU, a través del Examen Periódico Universal, a partir del cual existe información objetiva sobre la situación de DDHH en todos los países que son Estados miembros de la OEA. Ello procurará también una mayor interrelación entre OEA y ONU en este tema, coherente con el rol de la OEA como organización regional emanada del Capítulo VIII de la Carta de la ONU. Esta interrelación es una antigua aspiración de la OEA que con una iniciativa de este tipo podría cristalizarse en algo concreto.

Cabe señalar en ese sentido, que el Examen Periódico Universal no se trata simplemente una "revisión entre pares", sin objetividad. Para realizar ese examen, el Consejo de DH de la ONU se nutre de tres fuentes de diagnóstico sobre la situación de derechos humanos de un país: a) el informe del Estado b) los informes recibidos de las ONGs sobre ese Estado (shadow reports) y c) los informes de los relatores especiales y los órganos de tratados de derechos humanos de la ONU sobre ese país, que son mecanismos independientes y objetivos. 

De esta manera, de lo que se trata es de generar un mecanismo por el cual todos y cada uno de los países puedan ser objeto anualmente de un análisis y el progreso con relación a: a) esfuerzo para ratificar instrumentos, b) grado de cumplimiento de decisiones de la CIDH o de la Corte, c) cantidad de casos, tipo de violaciones alegadas y grado de conocimiento interno de las normas y los órganos del sistema, d) respuesta a medidas cautelares o cumplimiento de decisiones y sentencias de la Corte. Además, con base en la información de la ONU, se podría incluir una síntesis de la situación de derechos humanos en el país, en los términos señalados por el párrafo anterior.

Como complemento de este diagnóstico sobre todos los países, consideramos que debe existir anualmente, por ejemplo en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, un espacio interactivo donde la CIDH, luego de presentar su informe  sobre la situación en todos los países de la región, dialoga constructivamente con todos los países para escuchar las reacciones frente al informe de cada país. En esta instancia transparente, todos los países tendrían que dar cuenta públicamente de, por ejemplo, las limitaciones que aun tienen para ratificar los instrumentos, o las razones para no dar cumplimiento a medidas cautelares, etc.

Para atender el caso de situaciones de países que la CIDH considera que requieren mayor atención por mantener situaciones estructurales que afectan el pleno goce de los derechos humanos, al referirse a la situación de esos países en el informe global sobre toda la región, la CIDH tendrá la oportunidad de asumir la responsabilidad de transmitir con el énfasis necesario y la gravedad del caso, los aspectos vinculados a los derechos humanos en ese país que más le preocupan. Y la CIDH tendrá oportunidad de realizar esas precisiones en el transcurso del dialogo interactivo con el país en cuestión, pero en un marco de equidad en el cual todos los países son analizados y deben responder por sus avances y retrocesos.  

Para aumentar la transparencia y objetividad de este examen, se deberán especificar las fuentes que se tomarán a los fines de la elaboración de este informe.


Paralelamente, la Argentina considera necesario y oportuno reflexionar acerca de la posibilidad -señalada por algunos Estados- de que la sede de la CIDH sea trasladada a otro país. En ese sentido, consideramos que un criterio útil para definir eventualmente un traslado de sede de la CIDH se vincule al grado de compromiso asumido por el país sede respecto de la ratificación de los instrumentos jurídicos interamericanos de protección de derechos humanos, incluyendo la jurisdicción de los órganos del sistema.

	 
	

	VI. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).
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La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Es preciso que los Estados Miembros asuman la responsabilidad en el financiamiento del Sistema. En este sentido, es insostenible a largo plazo un Sistema financiado principalmente por contribuciones voluntarias y, lo que es aun más contradictorio, por contribuciones extra-regionales. 

Debería paulatinamente, en un plazo no mayor a dos años, reemplazarse el financiamiento proveniente de contribuciones voluntarias por aportes obligatorios de los Estados miembros, conformando un fondo específico -que forme parte del programa-presupuesto anual de Organización- para el pleno financiamiento del sistema. 

Los aportes de cada Estado podrían ser definidos en proporción a la cantidad de habitantes de cada país, en función de que son todos los individuos sometidos a su jurisdicción los que deben ser en definitiva protegidos por las normas y los órganos de protección.

Este nuevo fondo podría ser administrado por la propia CIDH, quien al poseer una visión general podrá distribuirlo de acuerdo a las necesidades puntuales de financiamiento de su plan estratégico de actividades.

No obstante esto, hasta tanto se logre este objetivo, el Sistema seguiría funcionando con contribuciones voluntarias.

Relatorías

Vinculado con el punto anterior, resulta deseable que, mas allá de la potestad de cada relatoría -bajo el sistema vigente- de movilizar recursos externos voluntarios de gobiernos y ONGs para financiar sus actividades, la CIDH tenga la potestad de recibir y repartir a las relatorías los fondos recibidos a través de un fondo único, de manera tal que exista una unificación de la movilización de los recursos externos que realiza este órgano para la promoción de los DDHH, pudiendo la propia CIDH pueda identificar los distintos temas prioritarios de las relatorías para cubrir el financiamiento de sus actividades, en consulta con los donantes. Asimismo, cabria explorar, por ejemplo:

-
Incluir en el Reglamento el objetivo de alcanzar un financiamiento que le permita a la CIDH garantizar el trabajo de las Relatorías de acuerdo a las prioridades del Sistema.

-
Identificar como un objetivo concreto de mediano plazo contar con el financiamiento que permita la selección de expertos para ocupar los cargos de Relatores para todas las Relatorías, promoviendo la selección de personas comprometidas, con experiencia, capacidad y sensibilidad en los temas más acuciantes de la región para el mejoramiento de la situación de derechos humanos.

-
Incluir derechos económicos y sociales (DESC) en los informes. Analizar creación de una relatoría referida a los mismos.

-
Que todas las relatorías hagan recomendaciones, tal como lo viene haciendo exitosamente la Relatoría para la Libertad de Expresión.




II. BRASIL

	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	VII. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 
d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.
f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	La CIDH podría incluir informaciones en ese sentido en su informe anual. Entre tanto se sugiere introducir una modificación en el reglamento, de modo de hacer mención, en el artículo 59, §1º, b, también a la etapa de reconocimiento de la competencia contenciosa de la Corte IDH y a las acciones promovidas por la CIDH con el fin de promover la universalidad del Sistema Interamericano.
Esa labor incluiría la realización de gestiones específicas ante los países que no hayan adherido a los instrumentos del SIDH. En la hipótesis de que un país invocara impedimentos al referido proceso, esas razones deberán ser explicitadas y ser objeto de diálogo con la CIDH, sin perjuicio de la recomendación contenida en el ítem "1.a".

El tema requiere la profundización del debate sobre cómo conferir mayor atención a las actividades de promoción, sin perjuicio de la actividad de análisis de peticiones. Por lo tanto se sugiere a la CIDH la elaboración de un estudio, con la participación de los usuarios del Sistema.

Se sugiere que la CIDH, en diálogo con los Estados, promueva iniciativas encaminadas a la creación de sistemas nacionales de seguimiento de los derechos económicos, sociales y culturales que estén en sintonía con los esfuerzos también realizados por la CIDH en esa materia.

El fortalecimiento de los mecanismos de consulta podría realizarse no sólo por medio de reuniones y/o seminarios promovidos por la CIDH, sea directamente o en asociación con los Estados, sino también por intermedio de diálogos y de consultas no presenciales. Se proponen consultas por la internet y reuniones por teleconferencia. La consulta sobre el proceso de fortalecimiento del Sistema Interamericano, abierta por la CIDH en su sitio, se considera una buena práctica que ha de ser aplicada para el tratamiento de cualesquiera otros temas.

La implementación de esa recomendación deberá requerir modificaciones en la cultura institucional de la CIDH, sin que implique cambios en su Reglamento o Estatuto.

Esas informaciones también podrían ser incluidas en el informe anual de la CIDH, en un capítulo propio. Se sugiere la inclusión de un ítem en ese sentido en el artículo 59 del Reglamento.

Se sugiere aguardar la propuesta que habrá de ser elaborada por la CIDH, en colaboración con la SGOEA.

Se sugiere anexar todos los informes de las relatorías al informe anual de la CIDH, el cual se limitaría, en el cuerpo de su texto, a presentar  un breve resumen de cada uno de los informes.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.

	VIII. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.
c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).
g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.
l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	La implementación de esa recomendación hará necesario introducir cambios en la práctica institucional de la CIDH, así como modificaciones en su Reglamento. Por lo tanto se sugiere a la CIDH  la elaboración de un estudio, en consulta con los Estados y demás actores del SIDH, en el cual se aborden en forma más detallada los criterios y parámetros aplicados a la solicitud, revisión, extensión o suspensión de medidas cautelares.  Se sugiere que el estudio sea enviado al Consejo Permanente. Se sugiere, además que al final de ese proceso la CIDH proponga enmiendas al Reglamento, con vistas a conferir mayor precisión a los criterios de gravedad, urgencia e irreparabilidad. En cualquier hipótesis, será fundamental que la CIDH fundamente la aplicación de esos tres criterios en cada caso concreto. Esa práctica, que también podrá ser objeto de previsión en el Reglamento, contribuiría, además, a aclarar el contenido de cada uno de esos conceptos.

Se sugiere que la CIDH explicite los elementos que confirmen que determinada situación encaja en los criterios previstos en el artículo 25 de su Reglamento. Ante cada decisión de solicitar una medida cautelar la CIDH consideraría específicamente la gravedad y la urgencia de la situación, así como el riesgo de daño irreparable para las personas o el objeto del proceso relacionado con una eventual petición o caso pendiente.  En consecuencia, se sugiere que la CIDH incluya una previsión en ese sentido en el artículo 25 de su Reglamento.  
Idem.

Se sugiere que ese plan de trabajo sea elaborado caso a caso, en consulta con las Partes. Esa propuesta deberá requerir la inserción de un nuevo ítem en el artículo 25 del Reglamento.

Se sugiere que esa recomendación sea implementada por medio de la inserción de un nuevo ítem en el artículo 25 del Reglamento.

En los casos en que la CIDH no esté reunida en sesión, la decisión de conceder medidas cautelares sin la audiencia previa del Estado podría ser tomada, de modo excepcional, por el Presidente de la CIDH, en consulta con el Relator del Estado de que se trate. Es importante, de todos modos, que la CIDH amplíe el uso de tecnologías de información, a fin de propiciar el flujo de informaciones y la adopción de decisiones por parte de los comisionados frente a situaciones graves y urgentes, cuando el órgano no esté en período de sesiones. 

Si la CIDH estuviere reunida en sesión, la aprobación de una medida cautelar sin esa audiencia previa debería, como se ha mencionado en la recomendación, estar sujeta a mayoría calificada. En tal hipótesis la Comisión deberá fundamentar las razones de la solicitud de la medida sin consulta previa al Estado, abriéndose a éste la posibilidad de pronunciarse con respecto al objeto de la demanda en la primera oportunidad posible.
Se sugiere la incorporación de esa recomendación al artículo 25 del Reglamento.

El perfeccionamiento de esos mecanismos podría ser objeto del mismo estudio solicitado a la CIDH en el comentario a la recomendación "2.a", que habrá de presentarse y ser analizado con los Estados y demás usuarios del SIDH.

La eventual imposibilidad de reunir documentos que comprueben la anuencia de los beneficiarios deberá ser justificada por los peticionarios. Esa recomendación deberá ser observada en los términos del artículo 25.4.c. del Reglamento.

Se sugiere introducir un texto complementario al parágrafo 2 del artículo 25 del Reglamento, sobre la razonabilidad de los plazos, caso a caso, teniendo en cuenta los criterios mencionados en esa recomendación.

Esa recomendación deberá ser observada en los términos del artículo 25.8 del Reglamento de la CIDH. Al tener en cuenta la eventual negativa de los beneficiarios la CIDH deberá considerar la justificación que ellos presenten, particularmente si el medio de cumplimiento propuesto por el Estado no atendería al alcance  de la medida solicitada.  

Se sugiere complementar el artículo 76 del Reglamento con el tenor de esa recomendación.  El texto señalaría que en la hipótesis de rechazo  por la Corte IDH del pedido de medidas provisorias la CIDH no podría emitir medidas cautelares a ese respeto, a menos que hechos nuevos lo justificaren.  
Brasil apoya la recomendación.

Se sugiere que la recomendación sea evaluada tras la presentación y discusión de propuestas que sean presentadas por la CIDH, en los términos sugeridos en relación con la recomendación "2.a".

	IX. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.
d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.
e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.
g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.
h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.
i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 
j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	La recomendación deberá ser estrictamente observada en los términos del artículo 31 del Reglamento.

El artículo 42 del Reglamento prevé la hipótesis de archivo. Se sugiere la inserción de un nuevo ítem que contemple también la hipótesis de archivo por prolongada  inactividad procesal.
Se entiende necesaria una mayor uniformidad en el tratamiento de los casos en lo que se refiere a los plazos de tramitación. La implementación de esa recomendación deberá requerir cambios en el Reglamento.
Es necesaria  una definición más precisa de lo que constituyen “circunstancias excepcionales" previstas en el artículo 36.2 del Reglamento. Se sugiere el establecimiento de la práctica de realización de consultas con los Estados involucrados, de modo de verificar caso a caso si la situación realmente requiere la acumulación. Se sugiere, también, que la acumulación requiera una decisión por mayoría calificada y no simple. En consecuencia, se sugiere la inclusión de un nuevo ítem con esa previsión en el artículo 18 del Reglamento.

Brasil apoya esa recomendación.

Brasil entiende que la "etapa del registro" recién finaliza tras el análisis preliminar de los elementos que constan en el artículo 28 del Reglamento. Como la información al Estado ya está prevista en el artículo 30 del Reglamento, se sugiere la inserción de la expresión "a la mayor brevedad posible" en el ítem "2" del referido artículo.

La actualización de los hechos podrá resultar del propio diálogo entre la CIDH y las Partes durante el análisis de una petición o antes de la eventual decisión de suspender cualquier procedimiento en razón de prolongada inactividad procesal. Se entiende que no sería necesario proceder a la modificación en el Reglamento o en el Estatuto, suponiéndose que la CIDH puede tramitar peticiones y casos con razonable brevedad o fundamentar las razones de una eventual demora en el momento de la notificación a los Estados o de los peticionarios.  

Esa recomendación podrá suponer cambios en los métodos de trabajo del órgano, que no implican necesariamente la modificación de su Estatuto o Reglamento. Se valora la independencia de la CIDH en la evaluación de las peticiones y de los casos puestos a su consideración. Al pronunciarse, al mismo tiempo, sobre la prioridad conferida a determinada demanda, es necesario que la CIDH fundamente esa decisión y explicite los parámetros que la guían.

El artículo 30.3 del Reglamento limita la prórroga de plazos al período máximo de 3 (tres) meses. Ese período, no obstante, puede no ser suficiente en ciertas situaciones. Por lo expuesto, se sugiere que la CIDH pueda autorizar excepcionalmente una prórroga superior a ese plazo, tras tener en cuenta la naturaleza de la denuncia, las peculiaridades de cada Estado y la complejidad del caso. Se sugiere la inserción, en el artículo 30 del Reglamento, de un nuevo ítem que complemente su ítem "3".

Se sugiere la inclusión de los criterios mencionados en esa recomendación en el Artículo 44, parágrafo 2, del Reglamento.

Se sugiere ampliar los mecanismos de información electrónica ya existentes, de modo de conceder amplio acceso al trámite de los casos y de peticiones.

Brasil apoya la recomendación.



	X. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.
d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	Se sugiere que la CIDH presente un estudio de cómo podría implementar esa recomendación, inclusive en lo tocante a los costos.

Se sugiere que el relator del Estado involucrado en la denuncia dirija el proceso de solución amistosa, con el apoyo del Grupo de Trabajo.

Se sugiere la inserción en el Reglamento de una disposición en ese sentido. Se sugiere también que la posibilidad de una solución amistosa sea dada a conocer al Estado en la primera notificación, tras el análisis de las disposiciones contenidas en el artículo 28 del Reglamento.

Se sugiere que la CIDH establezca, en el artículo 40.5 de su Reglamento, un plazo para la publicación de ese informe.

Brasil apoya la recomendación.

Se sugiere que la CIDH presente un estudio de cómo podría implementar esa recomendación. La capacitación podría ser extendida a agentes de Estado y a otros usuarios del SIDH, por medio, inclusive, de cursos ya previstos en el calendario de actividades de la Comisión.


	XI. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.
c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	A fin de hacer efectivo el derecho al contradictorio se sugiere que la CIDH haga constar en su informe anual la respuesta del Estado involucrado. Ese procedimiento daría mayor transparencia al proceso de inclusión de países en el Capítulo IV.

Como algunos de los criterios aplicados por la CIDH admiten una interpretación  extensiva, correspondería a la CIDH evaluar la posibilidad de aclarar el contenido de esos criterios.  Se sugiere también que la CIDH cite las fuentes aplicadas al proceso de adopción de  decisiones sobre la inclusión de un país en el Capítulo IV, y  que tenga en cuenta informaciones de orígenes diversos, como la evaluación del país de que se trate por el mecanismo de revisión periódica universal del Consejo de Derechos Humanos y por otros mecanismos convencionales y extraconvencionales del Sistema de Derechos Humanos de la ONU. Se sugiere, por fin, que los Estados involucrados sean siempre consultados, para darles la oportunidad de presentar informaciones adicionales y de que la CIDH las haga públicas.

Se entiende que la CIDH debe actuar en forma no selectiva y objetiva al ejercer actividades de seguimiento de los derechos humanos en la región. Esa atribución está prevista en los instrumentos jurídicos que regulan el SIDH y puede ser ejercida por medio de una amplia gama de instrumentos, como la tramitación de peticiones, casos y medidas cautelares, la elaboración de informes temáticos o sobre países, la convocatoria a audiencias públicas y reuniones de trabajo y la realización de visitas in loco. 

Se entiende que la CIDH puede dar un tratamiento más sistemático y uniforme al conjunto de informaciones y de recomendaciones sobre la situación de los derechos humanos en cada país, emanadas de todos esos mecanismos, de modo que ponga de manifiesto la atención dispensada a todos los países del hemisferio. Ese tratamiento de informaciones y recomendaciones sobre cada país no privaría a la CIDH de la posibilidad de seguir refiriéndose, de modo específico, a la situación de países sobre el Capítulo IV, siempre que la Comisión lo haga de modo fundamentado, dialogado y orientado a la superación de los desafíos que afecten el país considerado
Esa recomendación es aconsejable, siempre que se tengan en cuenta criterios objetivos y transparentes de evaluación. Es importante que la CIDH, al considerar la situación de los derechos humanos en  determinado país, observe los principios de indivisibilidad e interdependencia entre todos los derechos humanos específico, observe a indivisibilidade e a interdependência entre todos os direitos humanos.

	XII. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.
c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.
f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	Se sugiere que la CIDH siempre incluya en su planeamiento estratégico actividades de promoción de derechos humanos y presente un estudio de cómo podría ampliar la cooperación con los Estados.

La implementación de esa recomendación puede ser lograda por medio de la ampliación de cursos de capacitación ya ofrecidos por la CIDH, que podrían ser realizados inclusive a distancia, de modo de ampliar la participación y reducir costos, así como mediante asociaciones con Estados, por medio de módulos que serían impartidos por miembros o funcionarios de la CIDH a funcionarios del país beneficiario.

Brasil apoya la recomendación.

Se sugiere que la CIDH divulgue sus actividades de promoción en su informe anual y en su sitio de internet.

Se sugiere que la CIDH elabore una herramienta que facilite a los Estados identificar cuáles son las violaciones de mayor incidencia en su territorio. Se sugiere, también, que la CIDH cumpla un papel facilitador en el intercambio de buenas prácticas en la región, por medio de publicaciones en su sitio, así como la realización de cursos y/o seminarios.

Esa asesoría podría ser prestada mediante solicitación del Estado, y sus términos podrían ser acordados caso a caso.

Se entiende que para la implementación de esa recomendación se tendrá presente la preservación de la autonomía de las relatorías para el ejercicio de sus funciones. Podría ser tomado como parámetro el Código de Conducta aplicable a los procedimientos especiales del Sistema de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.

Se sugiere la realización de seminarios en cooperación con los Estados.

	XIII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.
b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.
C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Brasil apoya la recomendación.  
Dificultada por el transcurso del tiempo.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.

Brasil apoya la recomendación.
Se sugiere que la CIDH inserte una disposición en ese sentido en el artículo 59 de su Reglamento. Se sugiere que esas informaciones incluyan tanto datos sobre gastos como la medición de los resultados.  En consecuencia, la CIDH debe buscar herramientas de gestión que confieran mayor transparencia a esas informaciones.
Brasil apoya la recomendación.

Se sugiere que la CIDH conceda mayor atención a las relatorías que se encuentren subfinanciadas, por medio de la elaboración de estrategias de movilización de recursos, las cuales den visibilidad a la actuación y a los objetivos que haya de alcanzar cada relatoría. Se sugiere además  que la CIDH privilegie recursos provenientes del Fondo Ordinario de la OEA para las relatorías que se encuentren subfinanciadas, de modo de alcanzar mayor equilibrio en el financiamiento entre todas ellas.



III. CANADÁ
	RECOMENDACIONES

	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse)



	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.

c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continue to periodically divulge the criteria used to define its programmatic priorities and measure their results. 

g) Continue to disseminate annual statistics on petitions and requests for precautionary measures received; the total number of cases processed; the number of working groups in the IACHR Executive Secretariat, as well as their functions and staff, among other aspects.

h) In the near-term, draw up, in collaboration with the OAS General Secretariat, a proposal regarding the permanent functioning of the office of its president at headquarters.

i) Incorporate all rapporteur’s reports under a single chapter of its annual report.

B. Recommendations to Member states:

a) If not yet parties, consider signing, ratifying, or acceding to the American Convention on Human Rights and all other inter-American human rights instruments, as well as accepting the contentious jurisdiction of the Inter-American Court of Human Rights.

b) Design and implement strategies aimed at achieving the universality of the IAHRS, working with the organs of the IAHRS and the relevant political bodies of the OAS, with support provided by the General Secretariat.

c) Prepare, through appropriate OAS procedures and bodies, and in consultation with the bodies of the IAHRS, a guide or reference document on successful experiences and best practices in the area of institutional mechanisms or domestic laws to assist in implementing the recommendations of the IACHR and the decisions of the Inter-American Court of Human Rights.

d) Exchange best practices in implementation of recommendations and decisions of the IAHRS organs.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua. 
	Como observó previamente, Canadá apoya la labor que realiza la Comisión para promover los derechos humanos y ayudar al fortalecimiento de las INDH de la región. Sin embargo, esa función de promoción no debería relegar a segundo plano su función de importante defensora de los derechos humanos en el Hemisferio. 

Canadá cree que dadas las dificultades financieras que actualmente atraviesa la CIDH, la principal prioridad debería ser ejecutar con eficacia los mandatos ya existentes y que no deberían agregarse nuevos mandatos importantes mientras los problemas de recursos limitados no hayan quedado completamente solucionados. 

Canadá cree que los procesos de la CIDH se deben continuar conduciendo de manera abierta y transparente y que deben necesariamente incluir un diálogo genuino con la Secretaría de la OEA, la sociedad civil y las demás partes interesadas y usuarios del sistema. 

Canadá apoya plenamente la transparencia y la gestión basada en los resultados.  Creemos que deberían implantarse medidas de rendición de cuentas y transparencia para utilizar con máxima eficacia los limitados recursos de la Comisión y reducir a la vez al mínimo la carga administrativa de esta última.  

Favor de remitirse al comentario previo. 

Canadá respalda plenamente el intercambio de información sobre experiencias exitosas y mejores prácticas – y fomenta la participación en este tipo de diálogo. Al mismo tiempo, está conscientes de que encargar a la Comisión un número excesivo de informes o documentos podría incidir negativamente en los limitados recursos.   Creemos que la Comisión debería ser la que decida sobre la viabilidad de implementar dichas recomendaciones y asimismo alentamos a los Estados miembros interesados a ver la posibilidad de contribuir recursos para prestar ayuda.    

Canadá fomenta la cooperación entre las instituciones y las autoridades responsables en materia de derechos humanos y cree que dicha cooperación podría contribuir de manera importante al avance de los objetivos comunes.  Sin embargo, nuestra experiencia nos ha mostrado que no es necesario formalizar ese tipo de vínculos mediante acuerdos específicos. 



	II. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo. 

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada). 

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares. 

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre. 

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso. 

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación. 

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.


	En general: Canadá opina que tomar medidas precautelares (MP) es una herramienta necesaria a disposición de la Comisión para velar por que los derechos de un peticionario no queden irreversiblemente lesionados durante el examen de la petición. Canadá apoya que haya más transparencia y rigor en cuestión de utilización de medidas precautelares. 

Las reglas de procedimiento de la Comisión deberían ser examinadas periódicamente para verificar que sienten los criterios básicos para la utilización de medidas precautelares en el contexto de peticiones relacionadas con derechos de individuos o con derechos de grupos de individuos.   

Además de la urgencia y gravedad de las potenciales violaciones de derechos humanos, la Comisión debería examinar varios indicadores como parte de su toma de decisiones interna, antes de decidir si emitirá una medida precautelar, tales como: el examen de la congruencia interna de los materiales proporcionados para la MP; de la apariencia de verosimilitud; de si las personas que solicitan la MP son o bien representan a las presuntas víctimas; de si existe alguna prueba de que se presentó una denuncia y de que esta última haya sido examinada por algún mecanismo nacional. Algún tipo de descripción de estas consideraciones debería ser compartida con el Estado en el momento de la solicitud.

La Comisión debería examinar sus prácticas administrativas internas para asegurar que las medidas precautelares se soliciten con base en criterios establecidos (urgencia, gravedad del peligro potencial y demás).  Los Estados deberían recibir la información en la cual se basa la solicitud oficial de medida precautelar, al igual que un análisis suficiente para comprender las razones por las cuales se solicitó una medida precautelar. Si el tiempo lo permite, los Estados deberían tener oportunidad de responder a los hechos y al análisis contenidos en una MP antes de que la solicitud oficial sea presentada.  Cuando el tiempo no lo permita, los Estados deberían poder responder a la solicitud y hacer que sus inquietudes sean examinadas y atendidas.

Los Estados deberían poder solicitar que se reconsidere la presentación o el retiro de una solicitud de MP si inicialmente es inadecuada o si las circunstancias cambian con el paso del tiempo.

La Comisión podría examinar la posibilidad de entablar un diálogo con el Estado sobre las vías por las cuales el Estado podría satisfacer la MP.   Sin embargo, dicho diálogo no debería demorar ni afectar de ninguna manera al resultado sustantivo de la petición. 



	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo. 

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas. 

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro. 

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal. 

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas. 

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto.

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos. 

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	En general: Para Canadá es motivo de inquietud la acumulación de trabajo atrasado que está experimentando la CIDH. Canadá apoya que se busquen vías para mejorar los procesos para atender los casos y las peticiones individuales. Mantener la independencia y la autonomía de las instituciones interamericanas de derechos humanos es absolutamente fundamental para su integridad y credibilidad. 

Para gestionar los expedientes, la Comisión necesita contar con suficiente apoyo de secretaría y capacidad para utilizar tecnologías. Lo anterior significa que se necesita más apoyo financiero para reducir el trabajo atrasado acumulado.

Asimismo, la Comisión debería comunicarse con órganos de tratados de la ONU y otros mecanismos regionales con procesos para atender quejas individuales, con el fin de aprender técnicas para atender un creciente volúmen de expedientes. Con el fin de concentrar su labor, la Comisión debería examinar sus prácticas administrativas para admitir nuevas peticiones y cerrar las peticiones inactivas.    Cuando se observe un patrón de casos, la Comisión debería adoptar modalidades para atender esos casos conjuntamente.



	IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas. 

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo 

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración. 

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	En general: Canadá apoya la creciente utilización de mecanismos extrajudiciales para intentar solucionar las quejas por vía informal. Cuando estos mecanismos se implantan con eficacia y eficiencia, pueden aportar ventajas tales como una reducción de costos de la resolución de diferencias y el logro de resultados menos conflictivos para las partes involucradas en la petición. Por lo anterior, debería continuar siendo una opción a disposición de las partes para que resuelvan sus diferencias. Hay que reconocer que no todas las peticiones son buenas candidatas para los mecanismos alternativos para la solución de diferencias. En efecto, si las partes no concuerdan en el alcance de los derechos jurídicos en ligitio, una solución por vía amistosa será difícil de lograr.



	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región
A. Recommendaciones a la Comision Interamericana de Derechos Humanos:

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	El Capítulo IV del Informe Anual es actualmente un mecanismo muy útil para destacar las más graves violaciones de derechos humanos en el hemisferio. Canadá continúa apoyando que la Comisión tenga poder discrecionario para examinar y hacer recomendaciones en relación con las situaciones de derechos humanos peculiares a ciertos países en los cuales la violación de determinados derechos es de especial preocupación. La Comisión, en cuanto entidad independiente, necesita tener el poder discrecionario para tomar una decisión independiente al respecto. Ese poder discrecionario se extiende legítimamente a la decisión de la Comisión de proporcionar a la OEA información actualizada sobre ese tipo de situaciones en su informe anual.

Corresponde a la Comisión, como entidad independiente y órgano experto en la materia, determinar los criterios, metodología y procedimiento adecuados para preparar el Capítulo IV. Canadá opina que este proceso ya está siendo implementado efectivamente y que no hay necesidad de grandes modificaciones en los criterios o procedimientos. Sin embargo, hacer más aclaraciones sobre los criterios y el proceso para  beneficio de los Estados miembros interesados podría ser útil para lograr que el proceso sea más transparente.  

La facultad de la Comisión de efectuar visitas y observar situaciones de derechos humanos es un aspecto fundamental de su función para asegurar la eficacia del sistema interamericano de derechos humanos y desempeña una función clave para la promoción y la protección de los derechos humanos en el hemisferio. Dicha facultad debe protegerse.

Canadá expresa inquietud por la ampliación del Capítulo IV del Informe Annual de la CIDH que se hizo para analizar la situación de derechos humanos en todos los países de la región, ya que podría debilitar la capacidad de la Comisión para atender las más graves violaciones de derechos humanos en el hemisferio. A Canadá también le inquieta el hecho de que dicha ampliación podría resultar en una duplicación innecesaria de la extensa labor que ya se lleva a cabo al interior del sistema de derechos humanos de la ONU. Por último, Canadá considera que el costo del proceso para dicho informe podría crear una carga financiera indebida para el sistema.   
Canadá tendría inquietudes similares sobre la posibilidad de ampliar el Capítulo IV para examinar otras cuestiones. Además, según se observó anteriormente en la presente sumisión, Canadá está firmemente convencido de que los limitados recursos de los que dispone la Comisión deberían ser asignados de manera prioritaria a los principales  mandatos ya existentes.   

	VI. Promoción de los derechos humanos
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas. 

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule. 

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.
	Como se observó previamente, Canadá apoya la labor que realiza la Comisión para promover los derechos humanos y ayudar al fortalecimiento de las instituciones nacionales de derechos humanos de la región. Sin embargo, esa función de promoción no debería relegar a un segundo plano su función de importante defensora de los derechos humanos en el Hemisferio. 

Cualquier labor adicional de promoción o capacitación requerirá financiamiento y personal adicionales, pero dada la difícil situación financiera de la Comisión, no es evidente de dónde provendrían esos recursos adicionales. Canadá cree que la prioridad debería ser enforcar los limitados recursos disponibles en cumplir con los mandatos principales ya existentes en vez de ampliar las actividades de promoción.   

Es digno de mención que organizaciones civiles en todo el Hemisferio ya están impartiendo capacitación y desarrollo de capacidades sobre derechos humanos.   

Canadá observa que varias de estas recomendaciones podrían tener una importante incidencia sobre los recursos y que por ello será importante que la Comisión evalúe la viabilidad de implementar dichas recomendaciones con los limitados recursos disponibles.    

	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH
A.
Recommendaciones a los Estados Miembros:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados. 

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos.

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización:

a)
Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Es importante asegurar la viabilidad y la eficacia a largo plazo del sistema, salvaguardando simultáneamente su autonomía e independencia.  En opinión de Canadá, esto se empieza asegurando la viabilidad financiera del sistema. 

Canadá apoya las iniciativas para mejorar la viabilidad financiera del sistema interamericano de derechos humanos. Creemos que la Comisión y la Corte deberían recibir apoyo de una manera coordinada, sostenible y predecible que sea congruente con sus respectivos objetivos estratégicos. 

 

Canadá ha propuesto que se cree un grupo técnico para identificar las necesidades financieras y para establecer alternativas que permitan lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, tomando en consideración el Plan Estratégico para 2011-2015 de la CIDH y las Directrices para 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Este grupo debería estar integrado por representantes de los Estados miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH.




IV. CHILE
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	XIV. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	

	XV. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	Por tratarse de situaciones extremas y considerando su naturaleza esencialmente provisoria, se sugiere limitar el plazo máximo en que las medidas se pueden mantener decretadas, en aquellos casos en que exista absoluta inactividad del solicitante.
De esta forma, se sugiere que el artículo 25.6 del Reglamento sea modificado en el siguiente sentido:

“La Comisión evaluará con periodicidad la pertinencia de mantener la vigencia de las Medidas Cautelares otorgadas. En caso de verificar la absoluta inactividad del solicitante por un periodo superior a un año, se procederá al levantamiento de la medida y su archivo, previo cumplimiento de lo establecido en el artículo 42.2 de este Reglamento”.
Adicionalmente, se sugiere que la Comisión elabore para cada periodo ordinario de sesiones, una lista de las Medidas Cautelares decretadas, con miras a analizar el mantenimiento de su vigencia.
Esta recomendación se inscribe en la necesidad de mejorar los niveles de seguridad jurídica para las partes en el trámite de las Medidas Cautelares.
Se sugiere agregar, al final del artículo 25.5 del Reglamento, la siguiente frase “Una vez recibida la información relevante de los peticionarios y del Estado, la Comisión tendrá que pronunciarse sobre su otorgamiento o rechazo dentro de un plazo de seis meses.”

	XVI. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.
b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 
c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	En este ámbito, se sugiere agregar a las causales previstas en el Reglamento una vinculada con la inactividad del peticionario durante un lapso de tiempo razonable. 

En este sentido, se propone agregar un inciso c. al artículo 42 del Reglamento en el tenor que sigue:

“c. Constate la inactividad del peticionario por un período razonable, superior a un año.”

Se sugiere eliminar el límite máximo de prórroga de los plazos (cuatro meses) que puede otorgar la Comisión frente a solicitudes fundadas de los Estados, y entregar directrices más detalladas respecto a las causales para fundamentar la petición. 
En este sentido, se sugiere que el inciso 2° del artículo 37 del Reglamento vigente a la fecha, sea modificado en el siguiente sentido:

“La Secretaría Ejecutiva evaluará solicitudes de prórroga de los plazos mencionados en el inciso precedente que estén debidamente fundadas, teniendo especial consideración en la antigüedad de los hechos que fundamentan la petición, volumen de los antecedentes acompañados, naturaleza multisectorial del caso, entre otras circunstancias.”



	XVII. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Con el fin de relevar la importancia de esta vía de solución de los casos, se sugiere incluir una norma que consagre la obligación de someterse, luego de haber sido declarado admisible el caso (vale decir desde el inicio del procedimiento propiamente tal), a un proceso de búsqueda de bases para una solución amistosa, que se materializaría a través de una convocatoria de la Comisión a las partes, con miras a orientarlas para llegar a un acuerdo.

De esta forma, se sugiere que los incisos 1° y 2° del artículo 40 del Reglamento vigente a la fecha, sean modificados en el siguiente sentido:
“1° Una vez aprobado el informe de admisibilidad, la Comisión convocará a las partes a fin de orientarlas para llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto de los derechos humanos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Americana y otros instrumentos aplicables.
2° El procedimiento de solución amistosa continuará con base en el consentimiento de las partes.”


	XVIII. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región
a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	

	XIX. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.
c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	Con el fin de promover el conocimiento y respeto de los derechos humanos en la región, se sugiere incorporar entre las labores del Presidente de la CIDH la elaboración de un plan anual de actividades que tenga por objeto la promoción de los derechos humanos, poniendo un especial énfasis en el fortalecimiento de las instituciones o autoridades nacionales de administración o procuración de justicia, así como también, prestar asesoría a los Estados en el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

De esta forma, se sugiere incluir una letra h.1 en el artículo 10 del Reglamento vigente a la fecha, que estipule lo siguiente:
“h.1 Sugerir un plan anual de actividades que tenga por objeto la promoción de los derechos humanos, poniendo un especial énfasis en el fortalecimiento de las instituciones o autoridades nacionales de administración o procuración de justicia, así como también, prestar asesoría a los Estados en el cumplimiento de las recomendaciones que la propia Comisión formule.”
Asimismo, en el marco de las actividades de promoción, creemos importante destacar la necesidad de que la Comisión, al igual que la Corte, celebre períodos de sesiones fuera de su sede, toda vez que la relevancia y valor que importa esta práctica constituye un espacio propicio para el conocimiento y difusión de sus labores. Estas sesiones elevarían la visibilidad del quehacer de los órganos del sistema interamericano de derechos humanos y permitirían el necesario, enriquecedor y constructivo diálogo que debe imperar entre las instancias internacionales y las  autoridades y mecanismos internos.

En este sentido nos permitimos sugerir la inclusión de un nuevo artículo en el Reglamento, que contenga el siguiente tenor: 

“La Comisión podrá reunirse en cualquier Estado miembro en que lo considere conveniente por mayoría absoluta de sus miembros y previa aquiescencia del Estado respectivo”.

	XX. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	


V. COSTA RICA

	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	XXI. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	Se deben proponer estrategias con el fin de procurar una verdadera universalización del SIDH. Costa Rica apoya este tipo de propuestas
Costa Rica apoya esta recomendación.
Costa Rica reconoce el intercambio de las buenas prácticas como herramienta útil para  reforzar las prácticas en derechos humanos.
Costa Rica apoya esta recomendación.


	XXII. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	Costa Rica apoya esta recomendación,  ya que la solicitud de los Estados debe ser conducida bajo estrictos criterios de urgencia y extrema gravedad como principios centrales para determinar su precedencia en el estudio de admisibilidad no de fondo.
Costa Rica apoya esta propuesta,  al considerar el carácter esencialmente transitorio de las medidas cautelares
Costa Rica apoya esta recomendación
Consideraciones generales: Costa Rica considera que las medidas cautelares como un mecanismo precautorio eficaz en casos de extrema gravedad y urgencia que se transmita a través de un procedimiento sumario. Valora la importancia y alcance de las medidas cautelares como una práctica reglamentaria y fuente de recomendaciones que cuenta la CIDH como fuente alternativa a la via jurisdiccional señalada por la CADH. Aún cuando se trata de un mecanismo no convencional y de carácter no jurisdiccional, Costa Rica estima que deben atribuirse esencialmente las características propias de un sistema de justicia cautelar, particularmente a  través de un tratamiento que denote sus cualidades de sumariedad (summaria cognitio), provisionalidad ( pro tempore), revisabilidad
(rebus sic stantibus), extraordinariedad, excepcionalidad, instrumentalidad, accesoriedad, buena fe, debida fundamentación (fumus bonii iuris), extrema gravedad y real urgencia (periculum in mora). De allí derivan especiales consideraciones para garantizar que las medidas cautelares: a) estén sujetas en todo momento a mecanismos adecuados de revisión periódica de manera oficiosa o a instancia de parte; b) se garantice su carácter esencialmente transitorio;
c)  especialmente aquellas medidas independientes del sometimiento de un caso concreto a la CIDH no terminen por desvirtuar el Sistema de Peticiones y Casos, ni se constituyan en un mecanismo reglamentario de justicia cautelar que se erija como una alternativa o tenga efectos sustitutivos del Sistema de Peticiones y Casos, el cual sí tiene un origen claramente convencional; y, d) su estudio de admisibilidad y, aún más, su solicitud a los Estados sea conducida bajo estrictos criterios de urgencia y extrema gravedad, como criterios centrales para determinar su procedencia.


	XXIII. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:
a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.
d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.
h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Comentarios Generales sobre este tema: 1- Considera la naturaleza jurídica de la CIDH como "cuasi-judicial" y flexible en su acceso para las presuntas víctimas 2-La función investigadora e instructura de la CIDH  dentro del mecanismo de protección de los derechos humanos, y específicamente en el procedimiento 3- Considera que se han realizado esfuerzos para perfeccionar el proceso y reducir la mora procesal  4-Reconoce la informalidad de sus procesos que permite el acceso a la justicia y la defensa de los derechos humanos, pero que no justifica la manera bajo las cuales se remiten las peticiones y casos. Sin embargo,  estima que el problema más inmediato que aqueja al Sistema de Peticiones Individuales ante la CIDH es el resultante de la situación de retraso, la duración del trámite y la mora procesal que se produce en consecuencia.  Ello ha sido, a la vez, una de las principales disconformidades generalizadas de los usuarios del Sistema, tanto de las víctimas, la sociedad civil y los Estados.  La inexistencia de plazos concretos para que la CIDH resuelva las peticiones o casos, es un asunto que llama la atención en las normas de procedimiento que la misma CIDH se ha dado a sí misma a través de su reglamento
Costa Rica propone que se deben aplicar con rigurosidad los criterios jurídicos fundamentales que procuren el acceso expedito y efectivo de las presuntas victimas.
Costa Rica apoya esta recomendación.
Costa Rica reitera que es conveniente que la CIDH incorpore plazos al menos de carácter indicativo en cada una de las fases del procedimiento que, cuando poco, pudiesen servir de guía a los usuarios del Sistema en cuanto sus expectativas de prever un espacio temporal aproximado para conocer el resultado de sus pretensiones de trámite, admisibilidad y resolución final.
Costa Rica apoya esta recomendación
Costa Rica considera que debido a la antigüedad de los casos resulta pertinente que la CIDH previo a que traslade la petición al Estado, realice una actualización de los hechos que la conforman. Lo anterior debido que en la mayoría de los casos la cantidad de comunicación  e incluso reformulación de los hechos entre la parte peticionaria y la CIDH, en una etapa donde el Estado no ha sido notificado,  resultan en complejas situaciones fácticas, sin certeza jurídica. Se debe contar con una identificación de los hechos antes de informar a los Estados.
En cuanto a estos dos puntos, Costa Rica es del criterio que el Estado no releve a la CIDH  su función instructora, al tener que identificar cuál es la petición y sobre qué es lo que debe de informar. Las comunicaciones que se transmite a los Estados debe hacerse mediante una relación de hechos oportuna, expresa, precisa, clara y circunstanciada de lo que se le atribuye. Si esto no ocurre se da una situación de indefensión por parte del Estado. Es decir, la correcta indicación del plazo y la "imputación" deben ser la base de las recomendaciones que ejecute la CIDH.

	XXIV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:
a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Comentarios generales: Costa Rica considera que es un mecanismo efectivo para disminuir el volumen de peticiones y casos que conoce la CIDH. De las experiencias a nivel regional  este sistema de soluciones amistosas ha permitido avanzar en instituciones y modalidades de reparación novedosa, y han propiciado el diálogo con las víctimas.
Costa Rica esta de acuerdo con esta recomendación.
Costa Rica apoya esta recomendación.
Costa Rica apoya esta recomendación.

	XXV. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	

	XXVI. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	Costa Rica impulsa mejores prácticas sobre la Educación en Derechos Humanos, objetivo que persigue en el ámbito internacional. La labor de promoción es un mecanismo esencialmente preventivo de violaciones de los derechos humanos y refuerza sus labores de defensa y protección de los derechos humanos en el hemisferio.
Costa Rica apoya esta recomendación como mandato dado por la CADH para capacitar a sus funcionarios.
Comentarios generales: La Carta de la OEA señala como cometidos de la CIDH promover la observancia y defensa de los derechos humanos y de servir como órgano consultivo de la Organización en esta materia (artículo 106).  Asimismo, la CADH en un sentido análogo establece que su función principal es promover la observancia y la defensa de los derechos humanos y para ello le asigna competencias y funciones específicas para estimular la conciencia de los derechos humanos en el continente, la formulación de recomendaciones para que los Estados adopten medidas progresivas a favor de los derechos humanos, la preparación de estudios e informes, la solicitud de informes sobre las medidas adoptadas en materia de derechos humanos, atender consultas o prestar asesoramiento a los Estados y actuar dentro del Sistema de Peticiones y Casos, así como respecto de otras comunicaciones, en ejercicio de su autoridad (artículo 41 de la CADH).  Competencias y funciones que, en mucho, son reiteradas a la CIDH a través de su Estatuto.

	XXVII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Comentarios generales:Es necesario garantizar los recursos que le permitan el funcionamiento óptimo, al ser un reto que incide de forma transversal en todos los órganos del sistema.
Costa Rica apoya esta recomendación.
Costa Rica apoya esta recomendación.



VI. ECUADOR
	RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

DEL CONSEJO PERMANENTE
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

PROPUESTAS DEL ECUADOR

	XXVIII. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH- Recomendaciones para la CIDH



	RECOMENDACIONES PARA LA CIDH

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho
	a y b) La CIDH debe continuar como organismo de promoción de derechos humanos, en esa línea y de conformidad con las recomendaciones, el Ecuador considera que también es asunto prioritario para la CIDH la incorporación entre sus estrategias, promover y coadyuvar a que los Estados que no hayan adherido aún a los instrumentos interamericanos vinculantes sobre derechos humanos a que lo hagan y a que, si todavía no lo han hecho, reconozcan la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana, como medio para alcanzar la Universalidad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos.



	c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 
	c) Con el propósito de que la Comisión Interamericana alcance un equilibrio adecuado entre sus labores de promoción y protección de los derechos humanos, Ecuador propone una reforma al Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma y de conformidad con otra de las recomendaciones relacionadas con la “promoción”:
“i) A fin de garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, así como el fomento de la cooperación regional, la  Comisión promoverá la difusión, la aplicación y la capacitación en materia de derechos humanos, y para el efecto, tendrá asimismo las siguientes atribuciones:

i. Realizar actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados. 

ii. Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, con miras a asegurar la efectiva realización de los derechos humanos y eliminar las causas de su violación.

iii. Contribuir, cuando sea requerido por los Estados, al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

iv. Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

v. Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

	d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.
	d) La difusión de los derechos humanos debe realizarse desde una visión positiva, que contextualice los estándares internacionales, mismos que deberán observar el trabajo y el esfuerzo de los Estados para avanzar en el cumplimiento de sus obligaciones respecto de los derechos humanos, incluyendo los derechos económicos, sociales y culturales, derechos colectivos, ambientales y del desarrollo (Buen Vivir).
Se propone un párrafo para la Resolución que adopte la Asamblea General, que dirá lo siguiente:

“Solicitar a la Secretaría General elabore un proyecto de Nuevo Capítulo IV en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que incorpore los derechos colectivos, ambientales y de desarrollo, y lo presente para consideración de la Asamblea General hasta el 01 de diciembre de 2013”.



	e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.
	e) Fortalecer los mecanismos de consulta a través de una agenda compartida entre los Estados Miembros y la CIDH, aún incluso fuera de los períodos de sesiones, utilizando incluso videoconferencias, para facilitar reuniones virtuales de trabajo.


	f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.


	

	g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros
	g) Como mecanismo de transparencia, la CIDH deberá mejorar y mantener actualizada su página web. En dicho portal deberá constar un listado completo de los grupos internos de trabajo de la CIDH, responsables y demás funcionarios que manejen peticiones o asuntos vinculados a sus funciones. Igualmente, se deberán publicar las medidas cautelares solicitadas a la Corte IDH y las adoptadas por ésta, a fin de que los Estados tengan conocimiento e información actualizada sobre cada uno de estos procesos.

	h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.
	h)  Ecuador propone que la sede permanente de la CIDH se ubique en un país miembro de la OEA que haya ratificado o adherido a todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos, incluyendo el reconocimiento de la jurisdicción de la Corte IDH. El Artículo 16.1 del Estatuto debe reformarse, cuando se identifique la nueva sede.


	i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.
	i)  El informe de la CIDH deberá ser presentado como un cuerpo único, incluyendo informes temáticos de las relatorías, para así garantizar su participación igualitaria.
Ecuador considera que la estructura de las Relatorías de la CIDH debe redefinirse.- Se propone que las Relatorías, ahora simples órganos de opinión, investigación y dominio temático de una área especializada de derechos humanos, se conviertan en cuerpos técnicos al servicio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y por excepción a la Sala de Admisión (actual CIDH). Eliminar esta prerrogativa de la CIDH en el Artículo 15 de su Reglamento e incorporar esta función en el Estatuto y Reglamento de la Corte IDH.

De este modo, las Relatorías bien podrían asesorar a los Magistrados de la Corte con informes periódicos y temáticos, o, bajo su pedido, intervenir como peritos especializados, lo que daría lugar a que el trabajo de las Relatorías no se convierta en una actividad similar al trabajo de las relatorías de la ONU que por su propia naturaleza están orientadas a la intervención, estudio, y promoción de la protección universal. La OEA no debe competir en este ámbito con los expertos independientes y relatores de la ONU.                    

	Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.


	Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:
Con la finalidad de alcanzar la Universalidad del SIDH, Ecuador propone la modificación del Estatuto de la CIDH, en el que se incluya un artículo en el capítulo de Disposiciones Transitorias.
ARTICULO 25

La Comisión realizará todas las gestiones que sean necesarias para que la totalidad de la membresía de la OEA se incorpore plenamente a todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos y acepten la jurisdicción obligatoria de la Corte IDH. Si para el 1 de enero de 2015, un Estado no ha ratificado o adherido a todos esos instrumentos interamericanos, automáticamente dejará de gozar los derechos consignados en el artículo 3 del presente Estatuto, manteniendo en cambio la totalidad de sus obligaciones conforme lo dictaminan los mismos instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos. 

Para ratificar la idea expresada en la transitoria, el Artículo 3 señalará:

Artículo 3 
 


1. Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos, nacionales de los Estados miembros que hayan ratificado o adherido a todos los instrumentos interamericanos en materia de derechos humanos, y formulado las declaraciones previstas en los Artículos 45 y 62 de Convención Americana de Derechos Humanos.  (REF: artículo 36 de la CADH).

	c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.


	c) Ecuador apoya la recomendación.

	d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.
	d) Crear una Grupo de Trabajo Permanente de Supervisión y Monitoreo de las recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH, en el marco de la Comisión de Asuntos Políticos y Jurídicos de la OEA. 

	e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.
	e) Ecuador apoya esta recomendación.

	II.- Medidas cautelares



	RECOMENDACIONES PARA LA CIDH
a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
	Es necesario reformar las funciones de la CIDH en esta materia, suprimiendo su atribución de otorgar medidas cautelares, manteniendo la competencia exclusiva de la Corte, que convencionalmente tiene la facultad de dictar “medidas provisionales”. Se deberá, por tanto, adoptar en la Resolución de la Asamblea General el siguiente párrafo:

“Encomendar al Consejo Permanente a que, con el apoyo de la Corte IDH y la Secretaría General, elabore un proyecto de Plan de Trabajo para la transición correspondiente, a ser presentado para la consideración de la Asamblea General, hasta el 30 de mayo de 2013”. 

Esta propuesta debe complementarse con la inclusión de una Disposición Transitoria en el Estatuto de la CIDH en estos términos: “Una vez que se logre la universalización en la adhesión a todos los instrumentos interamericanos vinculantes sobre derechos humanos, las “medidas provisionales” serán de función exclusiva de la Corte IDH”.

En tanto la Corte IDH asume por completo las competencias en esta materia, la CIDH actuará bajo los términos descritos, a seguir:

a. La CIDH, a partir de una petición, podrá por propio conocimiento o por solicitud de parte, notificar a un Estado miembro de la CADH con medidas cautelares para prevenir daños irreparables y riesgo a las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos. Estas medidas son autónomas al tratamiento de peticiones y no constituyen bajo ningún criterio prejuzgamiento. La “urgencia” y la “gravedad” deben estar debidamente fundamentadas y contextualizadas.

b. La Comisión podrá también solicitar medidas cautelares al Estado cuando de la información públicamente conocida, verificada y sustentada se encuentren en riesgo las personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos, y que, como consecuencia de este riesgo, se cause daño irreparable a los individuos o colectivos. No operan en conflictos entre particulares.

c. La CIDH, previa la solicitud de adopción de medidas cautelares a un Estado, deberá tener en cuenta lo siguiente: 

c.1. Verificación completa de la situación de gravedad, a partir de documentos y dependiendo de la calificación de riesgo, la CIDH efectuará una gestión previa in-loco. 

c.2. Reforzar el requisito establecido en el artículo 25 de su Reglamento, es decir que la Comisión deberá estudiar, en su análisis previo, si el o los propuestos beneficiarios acudieron a los sistemas nacionales de medidas cautelares y protección de DDHH en atención al principio de subsidiariedad. Además, la Comisión deberá analizar los esfuerzos adelantados por el Estado para prevenir el daño o minimizar sus efectos.  

c.3. Identificación de las personas, las comunidades, pueblos o grupos étnicos.

c.4. La expresa conformidad de los potenciales beneficiarios, si así fuere posible.

c.5. La CIDH de manera fundamentada comunicará a los peticionarios de una medida cautelar la decisión de otorgamiento de medidas, o, en su defecto, el trámite regular de petición o caso.

c.6.- Las partes podrán ser oídas en audiencia de ser necesario, sobre la información que pudiere suministrar a la CIDH, para decidir sobre la petición de medidas cautelares.

d. Ecuador apoya la recomendación de literal d).

e. Las principales observaciones pueden resumirse del siguiente modo:

e. 1. Definir parámetros objetivos y precisos para el otorgamiento, revisión, prórroga o levantamiento de medidas cautelares, así como la definición de plazos.

e. 2. Las medidas cautelares deben circunscribirse a la “gravedad y urgencia” de las situaciones que motivan su otorgamiento, para lo cual se tomarán en cuenta los principios de ius cogens y derechos primigenios.
e.3. Determinar claramente las circunstancias que suponen la inminencia del daño, y los distintos grados de riesgo que pueden existir en un caso.  
e.4. Utilizar como mecanismo de supervisión de medidas, reuniones de consulta entre los Estados y los peticionarios de medidas cautelares para definir cronogramas y cumplimientos, así como la eventual superación de gravedad y urgencia.

e.5. Entendiendo el contexto de la gravedad y urgencia, conceder al Estado plazos razonables para suministrar la información sobre el asunto materia de la solicitud de medidas cautelares. La información deberá provenir de fuentes públicas y privadas, siempre verificables. 

e.6. Examinar y hacer públicas las reglas de toma de decisión de la CIDH para otorgamiento de medidas cautelares. Se deben expresar los votos y las razones de los Comisionados para dicha decisión. 

e.7. Fundar y motivar jurídica y fácticamente el otorgamiento, revisión, prórroga o levantamiento de medidas cautelares. Habrá voto razonado de los miembros de la CIDH.
e.8. Evaluar como motivo de levantamiento de medidas cautelares el mal uso que hagan los eventuales beneficiarios de ellas.

e.9. Verificar que los peticionarios de medidas cautelares hayan agotado todas las instancias y recursos en el sistema doméstico, a fin de mantener la subsidiariedad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. (Establecer mecanismos jurídicos que eviten que las medidas cautelares sean desnaturalizadas por uso abusivo y precario por parte de organizaciones no gubernamentales o personas que, conociendo de antemano que existen recursos judiciales disponibles en el sistema doméstico, acuden al Sistema Interamericano como un Tribunal de Instancia Superior, y no como subsidiario). 

i)  La Comisión solicitará a las partes información fidedigna y verificable en cualquier momento para determinar el tipo de implementación de medidas cautelares. La Comisión podrá calificar el incumplimiento substancial de los beneficiarios de las medidas. El análisis de suspensión de medidas cautelares que afecte a personas, comunidades, pueblos o grupos étnicos tendrá mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión técnica. 

	b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto
	

	c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo
	

	d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma
	

	e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado
	

	f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).
	

	g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
	

	h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.
	

	i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre
	

	j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.
	

	k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.
	

	l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.

	

	
	

	Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.


	Recomendaciones para los Estados 

a) Promover el intercambio de buenas prácticas a través de la Comisión Técnica Permanente de Supervisión y Monitoreo de las recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

b) En razón de la naturaleza reglamentaria de las medidas cautelares,               Ecuador estima necesario que mientras dure el período de transición, esta figura sea incluida en el Reglamento y que en este se contemple la posibilidad de impugnación ante la Corte Interamericana, una vez que ésta sea solicitada por la CIDH y cumplida por el Estado.

	III.- Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

Recomendaciones para la CIDH: 

Nota: No hay recomendaciones para los Estados



	a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.


	Es necesario reformar las funciones de la CIDH en esta materia, suprimiendo su atribución de tramitar los casos y peticiones individuales, manteniendo la competencia exclusiva de la Corte. Se deberá, por tanto, adoptar en la Resolución de la Asamblea General el siguiente párrafo: 

 “El Consejo Permanente, con el apoyo de la Corte IDH y la Secretaría General, se encargarán de elaborar el Plan de Trabajo para la transición correspondiente, a ser presentado para la consideración de la Asamblea General, hasta el 30 de abril de 2013”.

Uno de los problemas suscitados en la casuística de la CIDH es la falta de agotamiento de la justicia doméstica, de ahí que se ha generado la noción errática de que la CIDH no es un mecanismo subsidiario sino principal.  Por este motivo, mientras dure el período de transición, la CIDH deberá observar los siguientes parámetros:

a. Considerar el agotamiento de recursos internos, previa la admisión del caso.

a.1. Elaborar un manual de admisibilidad de casos. (como existe en el Sistema Europeo). 

a.2. Aplicar la regla de los seis meses para la admisibilidad, en razón de que los mecanismos tecnológicos no permiten aducir demora en la presentación de peticiones.

a.3. Motivar la no admisibilidad y admisibilidad de un caso con la publicidad de los votos de los comisionados.

	b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 
	b y c. Establecer un plazo adecuado para la tramitación de peticiones ante la CIDH, luego de lo cual caducará la posibilidad de responsabilizar al Estado, por lo violatorio que resulta mantener indefinidamente abierto un procedimiento ante la CIDH.

	c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.
	

	d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.
	d. Se hace notar que la posibilidad de acumulación de expedientes de conformidad con los instrumentos vigentes, solamente es posible en fase de revisión previa.

	e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.
	e. Establecer con anterioridad al informe de admisibilidad la determinación del número e identidad de las presuntas víctimas, limitando la posibilidad de una acreditación posterior que afecte la seguridad jurídica, validez del proceso y desnaturalice el sistema.



	f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.
	f. Se apoya el contenido de la recomendación.



	g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.
	g. Se apoya el contenido de la recomendación

	h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.
	h. Se apoya el contenido de la recomendación.



	i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 


	

	j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.
	j. Los plazos y prórrogas de un caso, previo su paso a la Corte Interamericana, deben atender para su cumplimiento, la naturaleza particular, los antecedentes y la complejidad del asunto.

	k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.
	k. Se apoya el contenido de la recomendación

	l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 
	l. Dentro de la página web de la CIDH deberán incorporarse los archivos completos de los expedientes que se tramitan, con el fin de que puedan ser consultados por los peticionarios y por los Estados. 

	XXIX. Soluciones amistosas

Recomendaciones para la CIDH:

Nota:  No hay recomendaciones para Estados Miembros

	a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
	Es necesario que los procesos de solución amistosa tengan componentes de mediación entre víctimas y Estados, de tal manera que este guarde congruencia con las expectativas de ambas partes y les permitan llegar a un acuerdo. Asimismo, la mediación deberá estar presente en todas las etapas del proceso.  
Puntos a y d. 

La CIDH y la Corte adoptarán un rol más activo como mediadores, así como los plazos deberían ser posibles de medición. 



	b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
	

	c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.


	

	d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.
	

	e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.


	Punto e y f:

Los elementos esenciales que deben establecerse en este instrumento son: la voluntad de las partes para llegar a un acuerdo, las medidas de reparación pecuniarias como no pecuniarias, el tiempo que se llevarán a cabo otras medidas de reparación. Finalmente deberá establecerse una cláusula en la cual se determine que el proceso ante el Sistema interamericano se dé por terminado. 

La Comisión, en todo momento, debe mantener una posición imparcial, es decir que si existen casos en los cuales las víctimas no poseen representación legal, la Comisión no puede asumir el papel de representante, ya que claramente se observaría una parcialización por parte de este organismo, lo cual incluso iría en contra de los preceptos de la CADH y del derecho internacional de los derechos humanos. Para aplicar esta recomendación, se deberá adoptar un párrafo en la resolución de la Asamblea General, que lea de la siguiente manera:

“Crear, donde sea necesario, y fortalecer la capacidad de gestión de las defensorías del pueblo de cada país o una figura similar, a fin de que actúen en representación de las presuntas víctimas cuando estas no tengan recursos suficientes.”



	f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
	

	XXX. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

Recomendaciones para la CIDH:

Nota:  No hay recomendaciones para los Estados

	a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.


	Siguiendo los informes presentados tanto por el Secretario General, como por el Comité Jurídico Interamericano, Ecuador propone una reforma al Artículo 18 del Estatuto, en la misma línea de las recomendaciones propuestas: 

IV. FUNCIONES Y ATRIBUCIONES 
 

Artículo 18 
 

Respecto a los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, la Comisión tiene las siguientes atribuciones: 

f. Rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización, en el cual se tenga debida cuenta del régimen jurídico aplicable a los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los Estados que no son partes.   Este Informe deberá incluir un análisis objetivo e integral de la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean Estados parte o no de todos los instrumentos interamericanos de derechos humanos. Se deberán incluir además los derechos económicos, sociales y culturales, derechos colectivos, derechos ambientales y de desarrollo, empleando tanto fuentes públicas como privadas, siempre verificables;

f.bis) Asimismo, el Informe anual se deberá considerar: 

a) Los casos en los que los Gobiernos de los Estados no hayan llegado al poder mediante elecciones populares por el voto secreto, genuino, periódico y libre, según normas internacionalmente aceptadas; 

b) Los casos en los que los Estados en el ejercicio de los derechos consignados en la Convención Americana o la Declaración Americana de Derechos Humanos, hayan suspendido los derechos en virtud de la disposición de medidas excepcionales, tales como el estado de emergencia, estado de sitio, medidas de seguridad y demás; 

c) Cuando existan pruebas fehacientes de que un Estado comete violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en los instrumentos internacionales de derechos humanos aplicables, tales como ejecuciones extrajudiciales, tortura, desaparición forzada, y otros similares; 

d) Los Estados que se encuentran en un proceso de transición de cualquiera de las tres situaciones anteriores; y 

e) En caso de situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos o en la Declaración Americana de Derechos Humanos;



	b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.


	

	c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.


	

	d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.


	

	XXXI. Promoción de los derechos humanos

Recomendaciones para la CIDH:



	a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.


	Con el propósito de que la Comisión Interamericana alcance un equilibrio adecuado entre sus labores de promoción y protección de los derechos humanos, Ecuador propone una reforma al Artículo 18 del Estatuto de la CIDH de la siguiente forma y de conformidad con otra de las recomendaciones relacionadas con la “promoción”:
“i) A fin de garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, así como el fomento de la cooperación regional, la  Comisión promoverá la difusión, la aplicación y la capacitación en materia de derechos humanos, y para el efecto, tendrá asimismo las siguientes atribuciones:

i. Realizar actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados. 



	b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.


	ii.-Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, con miras a asegurar la efectiva realización de los derechos humanos y eliminar las causas de su violación.



	c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.


	iii.-Contribuir, cuando sea requerido por los Estados, al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.



	d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo
	iv.-Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 



	e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas


	

	f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.
	v.-Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

	
	

	g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.
	g) Debido a que el tema del establecimiento del "Código de Conducta" ha sido recogido en las recomendaciones de "promoción", Ecuador plantea la inclusión del siguiente párrafo en la Resolución que adopte la Asamblea General:

“Encomendar al Comité Jurídico Interamericano que elabore un Proyecto de Código de Conducta para las Relatorías, mismo que deberá ser presentado al Consejo Permanente hasta el 01 de diciembre de 2013, previa aprobación de la Asamblea General, convocada para resolver sobre el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”. 

	Recomendación para los Estados

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	

	XXXII. Fortalecimiento financiero del SIDH

Recomendaciones para los Estados:

	a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.


	

	b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.


	

	c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).


	Para alcanzar el incremento progresivo de los recursos asignados a los órganos del SIDH, Ecuador se ratifica en la necesidad de generar un esquema de dos vías paralelas y complementarias:

-Financiamiento progresivo del  SIDH con recursos asignados fundamentalmente  del presupuesto regular de la OEA, para cubrir de manera adecuada las necesidades identificadas por los Estados y los órganos del sistema. Su estructuración deberá aplicarse plenamente desde el 1 de enero de 2014.

-Financiamiento mixto, mediante recursos del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias, las mismas que se distribuirán equitativamente y sin fines específicos para todos los órganos del SIDH, incluyendo las relatorías. Este esquema entrará en vigor inmediatamente.

	d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.


	A partir del II Trimestre 2013, se creará un Grupo Técnico conformado por los Estados Miembros, la Secretaría General y los órganos del SIDH, con el propósito de precisar las necesidades financieras del sistema, con miras a establecer mecanismos de gestión eficientes y facilitar a los órganos del sistema, la rendición de cuentas. El Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-15 de la Corte Interamericana servirán como fundamento inicial para considerar las necesidades presupuestarias requeridas.



	e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 


	Del mismo modo y con la finalidad de establecer un manejo transparente de los recursos asignados a todo el SIDH, Ecuador propone un párrafo en la Resolución de la Asamblea General bajo los siguientes términos:

“El Financiamiento del SIDH deberá provenir en su totalidad del fondo regular de la OEA.  De existir contribuciones voluntarias, éstas deberán hacerse sin fines específicos para cubrir equitativamente a los órganos del Sistema, así como a las dependencias y grupos de trabajo de la Comisión, y entre las Relatorías.


	Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.


	Ecuador apoya esta recomendación.

Se propone incluir el siguiente párrafo en la Resolución que adopte la Asamblea General:

“El Informe Anual de la CIDH deberá incluir, de forma clara y verificable, información detallada sobre la gestión de los recursos recibidos”.

	b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos
	Ecuador apoya esta Recomendación, e insiste en su planteamiento expresado en la recomendación literal e):

El Financiamiento del SIDH deberá provenir en su totalidad del fondo regular de la OEA.  De existir contribuciones voluntarias, éstas deberán hacerse sin fines específicos para cubrir equitativamente a los órganos del Sistema, así como a las dependencias y grupos de trabajo de la Comisión, y entre las Relatorías.

	c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.


	Ecuador apoya esta recomendación, con la inclusión del párrafo arriba detallado en la Resolución de la Asamblea General Extraordinaria.

	Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Ecuador apoya esta recomendación, e insiste en su planteamiento expresado en cuanto a la creación de un Grupo Técnico.

“A partir del II Trimestre 2013, se creará un Grupo Técnico conformado por los Estados Miembros, la Secretaría General y los órganos del SIDH, con el propósito de precisar las necesidades financieras del sistema, con miras a establecer mecanismos de gestión eficientes y facilitar a los órganos del sistema, la rendición de cuentas. El Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-15 de la Corte Interamericana servirán como fundamento inicial para considerar las necesidades presupuestarias requeridas”.  




VII. EL SALVADOR
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	XXXIII. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	

	XXXIV. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	

	XXXV. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	XXXVI. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	XXXVII. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	XXXVIII. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	Atender la solicitud de la Asamblea General  en cuanto a elaborar un anteproyecto que actualice el Programa Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos,  y  presentarlo al Consejo Permanente.

Actualizar el Programa  Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos

Los objetivos del Programa actualizado, a título indicativo, serian los siguientes:

· Destacar que la promoción refuerza la protección de los derechos humanos en el Hemisferio, y viceversa. 

· Potenciar la promoción de los derechos humanos, como un máximo común denominador entre los actores del sistema interamericano de derechos humanos, de cara al fortalecimiento del mismo.

· Sistematizar los aportes de los Estados miembros, órganos competentes y sociedad civil, en un marco de acción institucional de política pública interamericana de promoción de los derechos humanos, que derive un provecho amplificado de los informes, audiencias, visitas y Relatorías de la CIDH.

· Articular lineamientos en función del intercambio de buenas prácticas de implementación de las decisiones del sistema mencionado.

· Enmarcar la cooperación entre las instituciones nacionales competentes y los órganos protectores de dicho sistema, a efecto de contribuir al fortalecimiento de las mismas y a complementar los planes en el campo de los derechos humanos en aquellos Estados miembros que cuenten con ellos.

· Plantear la elaboración de un directorio de instituciones nacionales competentes, que puedan servir de agentes multiplicadores del Programa aludido.

· Poner de relieve las actividades de  la CIDH en capacitación de funcionarios estatales y defensores de derechos humanos,  así como la divulgación de normas y procedimientos del sistema.

· Redefinir los destinatarios en primera instancia de la promoción de los derechos humanos, por ejemplo, los sectores más vulnerables, las fuerzas del orden, los periodistas y el magisterio, como medios para estimular la conciencia de los derechos humanos.

· Ayudar a una mejor vinculación del sistema interamericano de derechos humanos con los sistemas nacionales de justicia.

· Impulsar la universalización del sistema precitado.

· Reflejar la disposición de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a brindar la asesoría técnica que requieran los Estados miembros, así como a atender las consultas que dichos Estados le formulen por medio de la Secretaria General.

· Orientar la actualización de los Acuerdos de promoción de los derechos humanos entre la Comisión y la Corte Interamericanas y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos.

· Contribuir a que el diálogo entre los actores del sistema cuente con un marco de referencia por excelencia preventivo, al actualizar la Asamblea General Extraordinaria el Programa Interamericano de Promoción de los Derechos Humanos, algunas de cuyas medidas serian cumplidas por el Consejo Permanente, en lo que corresponde, con el apoyo de la Secretaría General.

· Proyectar  el acervo dinámico de la OEA en la esfera de la promoción de los derechos humanos, cuyos progresos constarían en el informe anual de  la CIDH.



	XXXIX. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

d) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

f) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	


VIII. ESTADOS UNIDOS
	RECOMENDACIONES

	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse)



	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.

c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados. 

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua. 
	El cúmulo creciente de peticiones pendientes plantea un grave problema para la Comisión, y Estados Unidos la felicita por el esfuerzo que ha hecho con el propósito de abordarlo. Creemos que es crucial continuar esta labor y adoptar procedimientos adicionales a fin de acelerar la recepción y tramitación ordinarias de peticiones. Como “la justicia atrasada es justicia denegada”, la demora en la tramitación de solicitudes representa una amenaza fundamental para la capacidad de la Comisión para funcionar de manera efectiva.

A fin de abordar eficazmente el cúmulo de casos pendientes y eliminar esas demoras, creemos que es importante que la Comisión esté dispuesta a cambiar la forma en que aplica sus normas, organiza su trabajo y lleva a cabo sus procedimientos. Aunque la insuficiencia de recursos influye, creemos también que se pueden tomar medidas para alcanzar esta meta en el marco de un presupuesto limitado.
Primero, sería aconsejable que la Comisión consultara la información disponible sobre la experiencia de numerosos órganos nacionales e internacionales con la tramitación de demandas en masa y aprovechara esa experiencia para lograr en sus procedimientos la mayor eficiencia y eficacia posibles en función del costo. Segundo, Estados Unidos cree que la Comisión debería hacer un examen de sus prioridades para abordar las peticiones, así como del equilibrio entre el manejo de peticiones y otros componentes de su mandato, a fin de que los recursos de que dispone se concentren eficazmente en todos los componentes de su mandato. Tercero, la Comisión debería considerar los tipos de peticiones que está en mejores condiciones de abordar: en calidad de órgano con recursos limitados que complementa los sistemas de justicia nacionales y provinciales de los países de la región, la Comisión no debería tratar de intervenir en todas las situaciones de las cuales tome conocimiento en las cuales haya personas y comunidades en riesgo. En cambio, debería abordar los casos en que estén específicamente implicadas obligaciones internacionales afianzadas y aplicables en materia de derechos humanos, en que se cumplan los requisitos para su admisibilidad y en que la intervención de la Comisión sea necesaria.

Es importante que la Comisión cumpla estrictamente las normas procesales tanto para abordar los casos atrasados como para aumentar su credibilidad. Debido a que es un órgano con funciones cuasijudiciales al cual se suele acudir para examinar la congruencia de las actuaciones judiciales nacionales con las normas internacionales, es importante que, al tramitar las peticiones, cumpla los procedimientos pertinentes y se desempeñe con total transparencia. A fin de ofrecer la máxima transparencia posible a los peticionarios y a los Estados en los casos en que se admitan o se denieguen peticiones, la Comisión debe explicar de forma clara y concreta en sus comunicaciones la forma en que se aplican las normas de admisibilidad, incluido el requisito del agotamiento de los recursos internos. Al abordar el fondo de una petición, la Comisión debe indicar las disposiciones específicas de los instrumentos o tratados internacionales aplicables en cuestión, así como todos los hechos pertinentes, y analizar su aplicabilidad a la petición del caso.  

Muchos casos, particularmente aquellos en los cuales se plantean hechos y acusaciones similares en varias peticiones, podrían tramitarse de manera más eficiente con el uso de plantillas para las comunicaciones y listas de comprobación. Estados Unidos insta a la Comisión a que acelere la transición al pleno acceso en línea a las peticiones, los informes y las recomendaciones.

Estados Unidos destaca las ventajas de resolver peticiones por medio de soluciones amistosas. Se debería impulsar a la Comisión a que mejore el uso y la efectividad de las soluciones amistosas. No obstante, es probable que se necesiten más fondos y personal para ampliar el trabajo con respecto a las soluciones amistosas, que pueden exigir un uso intensivo de personal. En vista de las graves restricciones presupuestarias de la OEA, Estados Unidos insta a la Comisión a que trate de conseguir financiamiento específico de contribuciones voluntarias para esa actividad.



	II. Medidas cautelares
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo. 

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada). 

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.

h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre. 

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso. 

k) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación. 

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.
	La práctica de la Comisión con respecto a las medidas cautelares ha sido objeto de un gran escrutinio y de numerosos comentarios debido a la importancia de tales medidas y a los procedimientos abreviados por medio de los cuales la Comisión a veces las solicita. Estados Unidos cree que la Comisión debería examinar cuidadosamente, en particular a la luz del artículo 25, inciso 2, de su Reglamento, las prácticas que emplea para solicitar a los Estados que adopten medidas cautelares. Tales recomendaciones deberían ser raras, puesto que pueden formularse solamente en los casos más graves que entrañen la probabilidad de que las personas sufran un daño inminente e irreparable y de conformidad con los factores enunciados en el artículo 25, inciso 4, del Reglamento. Si la Comisión aplica efectivamente las normas enunciadas en el Reglamento para determinar que se justifica la adopción de medidas cautelares, se comprenderá mejor y se aceptará la base jurídica de tales medidas. En cambio, la falta de rigor en la aplicación de las normas podría aumentar la probabilidad de que no se adopten medidas cautelares. Por ejemplo, las solicitudes a los Estados de que adopten medidas cautelares no se pueden justificar solamente sobre la base del daño potencial para las personas para quienes se soliciten dichas medidas, sino que dichos pedidos deben cumplir también los otros criterios. Las decisiones deben plasmarse en una determinación escrita en la cual se expliquen las razones por las cuales, a la luz de las normas y demás factores enunciados en el Reglamento, se justifica su adopción, haciendo referencia a disposiciones específicas de instrumentos o tratados internacionales aplicables y a los hechos pertinentes en cuestión.

Por su propia índole, las medidas cautelares, a diferencia de las decisiones sobre el mérito de una petición, son solo temporarias, lo cual también debería indicarse claramente en las solicitudes cursadas por la Comisión a los Estados para que adopten medidas cautelares. En los casos en que sea procedente adoptar medidas permanentes o de duración indefinida, a diferencia de medidas temporarias, el caso debería tramitarse como petición. Por último, en los casos en que la Comisión considere que un Estado no ha respondido de manera efectiva a los pedidos de la Comisión de que adopte medidas cautelares, la Comisión debería considerar la posibilidad de elevarlos directamente a la Corte en los casos en que tenga jurisdicción.

Una característica fundamental del mandato de la Comisión como órgano consultivo de la OEA es su función de seguimiento y presentación de informes, que debe preservarse y fortalecerse. Durante décadas se ha elogiado a la Comisión, con toda razón, por la considerable asistencia que ha proporcionado en el marco de este componente de su mandato a personas que han sufrido graves violaciones de sus derechos humanos y por la orientación que ha brindado a Estados Miembros de la OEA para abordar violaciones sistemáticas de los derechos humanos en su territorio. Esta función nunca ha sido fácil ni agradable para la Comisión ni para los Estados Miembros de la OEA. Requiere que la Comisión determine que su intervención es necesaria, que investigue y critique leyes y prácticas de los Estados, y que consulte con los Estados y les proporcione asistencia en cuanto a la manera de mejorar la protección de los derechos humanos. La Comisión debería cumplir este mandato abordando las violaciones más apremiantes y sistemáticas. Los llamamientos para que la Comisión deje de lado este enfoque y trate de hacer al mismo tiempo un examen general de la situación de los derechos humanos en todos los Estados Miembros de la OEA socavaría su efectividad y menoscabaría esta parte importante de su mandato.

Los cinco criterios establecidos para determinar en qué casos la Comisión debe dar seguimiento a la situación en los países indican de manera efectiva las situaciones en las cuales la Comisión puede desempeñar el papel más útil para abordar las situaciones nacionales que requieran de su examen y pericia, y deberían reafirmarse. Por lo tanto, al cumplir esta parte de su mandato, la Comisión debe continuar aplicando los cinco criterios de manera independiente y objetiva. Los Estados Miembros de la OEA tuvieron la sabiduría y la valentía necesarias para darse cuenta de que, solamente si garantizaban la autonomía, independencia y pericia de la Comisión para abordar las preocupaciones más apremiantes en materia de derechos humanos, alcanzarían su meta central de promover la observancia y la protección de los derechos humanos en la región. 



	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo. 

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas. 

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro. 

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal. 

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas. 

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto.

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos. 

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas. 

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo. 

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración. 

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región
A. Recommendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	

	VI. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas. 

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule. 

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.


	Promover la protección de los derechos humanos en todos los Estados Miembros de la OEA y servir como órgano consultivo de la OEA son componentes fundamentales del mandato de la Comisión y no deberían verse amenazados por la acumulación de peticiones y medidas cautelares pendientes. No obstante, la Comisión debe seguir buscando formas de equilibrar y priorizar su trabajo a medida que las circunstancias van cambiando. La promoción es una función que puede desempeñarse de manera universal y en muchos niveles, y se presta muy bien al financiamiento con contribuciones voluntarias y a la cooperación con diversos socios. La Comisión debería tratar activamente de obtener asistencia de ese tipo para esta parte de su mandato a fin de reducir la presión sobre sus recursos limitados.

La transparencia debe ser un valor fundamental y una característica constante del trabajo de la Comisión. Se necesita un esfuerzo para concluir la transición a procesos enteramente electrónicos que puedan ser utilizados con mayor facilidad por personas, grupos, defensores, peticionarios y Estados para consultar el trabajo actual y el acervo de la Comisión y mantenerse al tanto de los asuntos pendientes. Con respecto a sus operaciones y funciones, cabe felicitar a la Comisión por su plan estratégico, que sirve de modelo para la OEA, en el cual se presenta información clara y exhaustiva sobre la CIDH a los Estados Miembros y al público. Sería conveniente también que la Comisión considerara la posibilidad de iniciar una auditoría administrativa con un consultor experto en la materia. De un examen de ese tipo podrían surgir recomendaciones útiles sobre la forma de aumentar la eficiencia de las operaciones de la Comisión y reducir el cúmulo de casos pendientes. También se podrían aclarar las áreas a las cuales la Comisión necesita dirigir recursos adicionales.

Observamos asimismo que el trabajo de la Comisión, por su misma índole, es universal. Su mandato es promover la protección de los derechos humanos en todos los países de la OEA, y lo hace. Aunque tiene un mandato adicional con respecto a las peticiones relacionadas con Estados Miembros que son partes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Comisión aborda peticiones e investiga la situación en todos los países miembros de la Organización. Por ejemplo, Estados Unidos, que es signatario pero no parte de la Convención Americana, está trabajando actualmente con la Comisión para abordar varias peticiones y comunicaciones relacionadas con solicitudes de medidas cautelares y comparecerá en dos audiencias temáticas y en tres reuniones de trabajo del próximo período de sesiones de la Comisión. En las dos audiencias temáticas se examinarán situaciones específicas de Estados Unidos sobre las cuales la Comisión ha expresado preocupación.  



	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH
A. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados. 

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos.

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización:

a)
Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Estados Unidos cree que el fortalecimiento financiero es una cuestión importante para el sistema de derechos humanos de la OEA y que es necesario aumentar el presupuesto de la CIDH a fin de alcanzar muchas de las metas señaladas en el informe del Grupo de Trabajo. Estados Unidos propone que se someta a la consideración de la Asamblea General Extraordinaria un presupuesto detallado para la aplicación de las recomendaciones. Asimismo, en este momento en que la CIDH atraviesa dificultades financieras, toda recomendación de limitar el financiamiento de donantes externos sería perjudicial para el trabajo de la Comisión.

Estados Unidos cree que el informe del Grupo de Trabajo contiene varias recomendaciones que podrían prestarse a interpretaciones que conduzcan al debilitamiento a largo plazo de la Comisión y de su capacidad para abordar la situación de los derechos humanos en los países de las Américas e informar al respecto. En particular, se debe proteger la independencia del papel y del trabajo de los relatores de la Comisión, sus grupos de trabajo y unidades. Se debe respetar la integridad de sus informes y se les debe permitir que los publiquen sin limitaciones. Ninguna norma o directriz con la finalidad de regular su trabajo, como la adopción propuesta de un “código de conducta”, debería resultar en la práctica en una forma de control o intromisión de factores políticos externos en el trabajo de estas entidades.




IX. GUATEMALA
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTA PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse)



	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.

c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos.

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos en particular los estándares de exigibilidad y  cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos de consulta con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidente en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.


	a) El Estado de Guatemala considera que la elaboración del informe sobre la incidencia de la no universalidad apoyaría la eventual aceptación de los países pendientes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así también la aceptación de la competencia de la Corte para juzgar Estados en casos de violaciones de derechos humanos.

a) En el caso particular de Guatemala, se ha manifestado en reiteradas ocasiones que se acepta la competencia de la Corte IDH en casos de violaciones de derechos humanos que sucedieron después al 9 de marzo de 1987. De conformidad con lo que establece el Acuerdo Gubernativo de Aceptación  123-87 en el artículo 2,  que establece “La aceptación de la competencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos se hace por plazo indefinido, con carácter general, bajo condiciones de reciprocidad y con la reserva en que los casos en que se reconoce la competencia son exclusivamente los acaecidos con posterioridad a la fecha en que esta declaración sea presentada al Secretario de la Organización de los Estados Americanos.”

En ese sentido el Estado aclara que este reconocimiento se refiere solo a los hechos acaecidos posteriormente al reconocimiento de la competencia de la Corte y cuyo principio de ejecución también haya sido con posterioridad a la fecha de depósito del documento de aceptación, por lo que tampoco se aceptan los efectos continuados de los hechos que sucedieron antes de dicha aceptación. 

De esa cuenta, el Estado de Guatemala no se opone a que la CIDH conozca casos sobre hechos que sucedieron antes de 1987, con miras a buscar una solución de los mismos y proporcionar una reparación adecuada a las víctimas, a través del Programa Nacional de Resarcimiento, no acepta que estos casos sean presentados para conocimiento de la Corte IDH, porque antes del 6 de marzo de de 1987 el Estado no había aceptado la competencia de la Corte IDH.



	II. Medidas Cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes, un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.         

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.

h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre. 

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general las circunstancias del caso. 

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a trvás de los mecanismos e instancias correspondientes.


	El Estado de Guatemala solicita a la CIDH considere las siguientes propuestas con relación a los incisos: a,k,l, (Recomendaciones a la CIDH) 

El artículo 76.1 del Reglamento de la CIDH establece claramente que la Comisión puede requerir de oficio a la Corte otorgar medida provisional en situación real de extrema urgencia y gravedad.   

a. El plazo razonable de la medida cautelar debiera cumplir con el periodo de seis meses con posibilidad de prórroga, una vez la Comisión solicite a la Corte prolongar la medida habiéndose establecido (mediante hechos  probatorios) que los beneficiarios continúan en situación de extrema urgencia y gravedad. 
b. Una vez agotado el periodo de otorgamiento de 6 meses; la Comisión debiera evaluar la etapa de cumplimiento del Estado y analizar  aspectos de fondo, naturaleza y objeto de la medida. La medida cautelar cumple con el objeto de contrarrestar condiciones de extrema urgencia y gravedad para evitar un daño irreparable, si las condiciones persisten, la Comisión debiera requerir una medida provisional a la Corte Interamericana. 

c. La Corte Interamericana deberá proceder y resolver. En caso de respuesta positiva, el Estado de Guatemala deberá adoptar la medida dentro de los plazos que establecerá la Corte (que no debiera exceder de seis meses). En situación contraria, deberá procederce al levantamiento de la medida cautelar y su respectivo archivo. 

d. La CIDH debiera recomendar a los Estados contar con un marco regulatorio de la medida cautelar a fin de evitar que el beneficiario incurra en abuso y desnaturalización de la medida. Al respecto, la CIDH debiera considerar los argumentos del Estado, valorando entre otros, el estado de cumplimiento, la temporalidad y el objeto por el cual la medida fue adoptada, su eficacia e idoneidad. 

En caso que el beneficiario haya incumplido con sus obligaciones conforme al artículo 25 del Reglamento que indica la importancia de adoptar la medida mediante acuerdo previo con el beneficiario; la CIDH  de oficio debiera proceder al levantamiento de la misma, ya que la temporalidad de su implementación se ha agotado, por consiguiente la medida cumplió con sus fines y propósitos.   

El Estado de Guatemala solicita se considere la siguiente propuesta  con relación  al inciso b, (Recomendaciones a la CIDH)

La CIDH debiera considerar que las medidas cautelares otorgadas a favor de determinados colectivos que se encuentran en situación de urgencia y riesgo por motivo de una problemática estructural del Estado, debiera tener como requisito de admisibilidad el criterio  que el fin de la medida cautelar conforme al artículo 25 del Reglamento; es decir no resolver el problema estructural de fondo, de igual manera no recurrir a la prórroga de la medida por hechos posteriores al otorgamiento de la medida. 

El Estado de Guatemala solicita se considere la siguiente propuesta  con relación  al inciso c, (Recomendaciones a la CIDH)

Debe fortalecerse el artículo 25 (5) del Reglamento de la Comisión a fin de que se tomen en consideración la respuesta del Estado que establece la existencia de mecanismos internos de protección a los derechos humanos, su obligación en el marco constitucional que plantea el diligenciamiento y la instrucción  a sus instituciones legalmente establecidas a intervenir en situaciones en las que se presume extrema urgencia y gravedad de posibles víctimas. 
De esa cuenta, el Estado debiera adoptar  medidas internas de protección sin que las mismas sean requeridas a la Comisión Interamericana. Por consiguiente, el Estado también debiera aplicar el criterio de urgencia y gravedad para la protección de las personas, de manera que el mecanismo de medida cautelar cumpla con el criterio de complementariedad y no supletorio.  

Guatemala solicita se considere la propuesta con relación al inciso: e  (Recomendaciones a la CIDH) 

a. Establecer que la medida cautelar cumple con el objeto de proteger a un individuo o determinado colectivo de un daño irreparable, pero que la medida no está sujeta a la temporalidad del Estado en materia de investigación, sino al periodo en el cual se presume un inminente riesgo.   

La prórroga de la medida cautelar no debiera estar condicionada a los procesos de investigación y al esclarecimiento del mismo. Por lo contrario, si el pronunciamiento del Estado se fundamenta en que se encuentra investigando los hechos que motivaron la medida cautelar y las condiciones de urgencia y gravedad ya no están presentes, debiera procederse a su levantamiento.  

Guatemala solicita se considere la propuesta con relación al inciso “h” (Recomendaciones a la CIDH) 

La CIDH debiera tomar en cuenta las condiciones, el contexto social y la conflictividad que enfrenta el Estado al momento de  adoptar una medida cautelar de carácter colectivo con fines de protección a comunidades enteras. 

Al dictar una medida cautelar a favor de un determinado colectivo, se estaría prejuzgando la cuestión de fondo, al presumir que el daño que se quiere evitar atañe a todos los miembros de una comunidad, principalmente en casos relacionados con situaciones de orden económico, social y cultural.  


	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos, incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal.

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iníciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iníciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto.

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH.

Nota:

           El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc.  Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.

Nota:  

           El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Peticiones Individuales

a) c ) f)  g)

El Estado de Guatemala considera necesario que previo a que la CIDH inicie el estudio de la petición presentada, solicite al Estado presentar un informe sobre el agotamiento de los recursos internos. Actualmente se inicia el estudio del caso, sin notificar al Estado y en la mayoría de casos se le deja la responsabilidad de solicitar información a los organismos jurisdiccionales sobre alguna denuncia que haya sido presentada por los peticionarios o sobre el avance de la investigación penal, en caso de que ésta haya sido iniciada a nivel interno. 

Se considera que no existe igualdad de armas porque se exige a los Estados cumplir con los plazos cortos establecidos en la Convención y el Reglamento, sin embargo la CIDH no cumple con los mismos. Existe la preocupación por el tiempo que transcurre entre la presentación de la petición y la notificación por la CIDH al Estado, el que rebasa los 5 años en algunos casos, lo que conlleva a una reparación tardía para las supuestas víctimas y dificulta el diligenciamiento de los casos a lo interno del Estado. 

Los Estados reconocen que la CIDH carece de recursos y de personal para el diligenciamiento de los casos presentados. Sin embargo, se considera urgente buscar alternativas para que la CIDH realice el estudio inicial de una petición en un tiempo razonable. Asimismo, se ha observado que algunas peticiones que son presentadas después de otras, son notificadas a los Estados con antelación a las últimas, lo cual supone un trato desigual para las víctimas, cuando  no existen causas aparentes para la alteración del orden cronológico.

e)

La petición inicial debe contener los datos mínimos de identificación del peticionario, ya que se han dado casos en que el Estado requiere su ubicación para obtener los datos de los procesos penales internos con el fin de promover su gestión ante los organismos jurisdiccionales correspondientes, o bien para promover una eventual solución amistosa, luego de que la CIDH se ha puesto a disposición de las partes para acompañar el mismo, sin que estos puedan ser contactados por desconocer su ubicación. 

La CIDH considera víctimas a las personas nombradas como tales en la petición inicial, aunque carezcan de documentos que permitan dar soporte y/o certeza jurídica a tal aseveración (casos colectivos). Se considera que no debe aplicarse el principio de presunción de víctimas, porque esto dificulta la debida reparación al momento de suscribir una solución amistosa o de cumplir con las recomendaciones de la CIDH. 

Cuando los peticionarios presentan peticiones a través de un representante legal, esta representación debe ser debidamente documentada ante la CIDH, porque se han dado casos en que los peticionarios desconocen las diligencias realizadas por sus representantes, lo que obstaculiza el avance o la solución de los procesos ante este órgano interamericano. 

b)

Guatemala somete a la CIDH la propuesta para establecer criterios para procedimientos de archivo de casos, principalmente aquellos que han sido resueltos mediante procesos de solución amistosa o bien aquellos en los que los peticionarios han mostrado desinterés. Se somete la petición a la CIDH para que se observe lo que concierne al artículo 42 numeral uno literales a y b del Reglamento de la CIDH, con respecto al archivo de una petición o caso.   

h)

Los Estados reconocen que la CIDH carece de recursos y de personal para el diligenciamiento de los casos presentados. Sin embargo, se considera urgente buscar alternativas para que la CIDH realice el estudio inicial de una petición en un tiempo razonable. Asimismo, se ha observado que algunas peticiones que son presentadas después de otras, son notificadas a los Estados con antelación a las últimas, lo cual supone un trato desigual para las víctimas, cuando no existen causas aparentes para la alteración del orden cronológico.

No se justifica la excepción a la evaluación inicial por orden cronológico de los casos en los que se hayan otorgado medidas cautelares, pues estas no deben convertirse en un instrumento complementario que priorice la atención de un caso, de ser así la CIDH debiera considerar los criterios de extrema urgencia y gravedad de la medida cautelar.

El Estado propone que se fije un plazo para todas las etapas del proceso, el cual deberá ser respetado tanto por el Estado y los peticionarios como por la CIDH, para favorecer la solución de los casos ante esta instancia en cualquier etapa del proceso y para  una depuración más efectiva de los casos. 

d)

En los procesos presentados ante la CIDH deben agotarse todas las etapas establecidas en el reglamento. La admisibilidad es importante, ya que durante esa etapa la CIDH determinará si considera que pudo haberse cometido las violaciones alegadas, para entrar a conocer el fondo del asunto, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. 

Asimismo, esta etapa es fundamental para que el Estado investigue sobre la violación a los derechos humanos alegados. Por lo que debe evitarse la aplicación de los criterios para diferir el tratamiento de admisibilidad hasta el debate y fondo, porque esto priva al Estado de ejercer su derecho a la defensa, debido a que se vería impedido de conocer cuáles son las consideraciones legales y fácticas en los cuales la CIDH fundamenta su decisión sobre el fondo del asunto. Así también, esta práctica genera más retardo en la tramitación de los casos ante la CIDH.

i) j)

Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH (respuesta del Estado sobre la admisibilidad) a tres meses. 

El Estado, considera oportuno que el plazo para hacer observaciones al informe de admisibilidad  se amplíe a 3 meses, debido a que en dicho informe se agregan hechos relativamente nuevos que se han suscitado en el transcurso del conocimiento de la petición y sobre los cuales el Estado debe investigar a través de todo su aparato estatal para establecer si estos hechos son verídicos.

Asimismo cuando la CIDH, con base en el principio de Iura Novit Curia (conocimiento ampliado de la CIDH sobre violaciones a derechos humanos, no reclamados por los peticionarios), en el informe de admisibilidad indica que conocerá de violaciones a derechos humanos no alegadas por los peticionarios, el Estado requiere un plazo mayor a los 2 meses que actualmente se establecen para recabar y dar respuesta a estas violaciones.

Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 del Reglamento de la CIDH (observaciones de las partes sobre el fondo) a cuatro meses.

El Estado considera que este plazo debería ampliarse a 6 meses, porque en los informes de fondo se realizan una serie de recomendaciones al Estado, que no es posible dar cumplimiento en el plazo de 2 ni 3 meses, que son los plazos que actualmente se manejan, ello debido a que los Estados están conformados por diversas instituciones con distintas competencias.

En Guatemala resulta complejo cumplir con las recomendaciones de la CIDH cuando estas requieren realizar acciones por parte de los diversos organismos del Estado. (ej. Modificación de leyes, construcción de monumentos, cambio de nombre de parques, etc. como reparación moral). Por ello, es necesario que la CIDH valore de forma objetiva los esfuerzos que el Estado realiza para dar cumplimiento a la recomendaciones, teniendo más acercamiento con los Estados e investigando cómo funciona el mismo, para que el posible otorgamiento de prórroga para cumplir con las recomendaciones no se vea influenciado por concepciones personales de las víctimas y sus representantes.  

En este marco, el Estado sugiere a la CIDH dar prioridad a los mecanismos internos de reparación con los que los Estados cuentan, para no crear dobles mecanismos de reparación, que distan en gran medida unos de otros. Estos mecanismos de reparación interna han sido concebidos de acuerdo a las capacidades de cada Estado, por lo cual la CIDH debe acercarse a ellos y valorar los mismos.

Es importante que se abra un debate acerca de la importancia de promover una propuesta de ley interna de cumplimiento de resoluciones del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, principalmente sentencias de la Corte. 

l) 

Se propone un sistema ordenado cronológicamente para facilitar las consultas de los casos en la página web de la CIDH.

Soluciones Amistosas

c)

Que a partir del Informe de admisibilidad, la CIDH se ponga a disposición de las partes para arribar a una solución amistosa y no antes, debido a que algunas veces el sistema de peticiones individuales es mal utilizado por algunas personas que utilizan el mismo sin ser propiamente víctimas.
Que las partes estén obligadas a que, dentro del término de 60 días y a partir de la notificación del informe de admisibilidad, presenten por escrito ante la CIDH, su intención de iniciar un proceso de solución amistosa; en caso de no recibirse las dos respuestas, debe entenderse que el procedimiento para la emisión del fondo debe comenzar, para lo cual la CIDH debe aplicar el plazo establecido en el artículo 23.2 del Estatuto de la CIDH. 
En caso que ambas partes presenten sus escritos dando su consentimiento para iniciar la solución amistosa, estas deben quedar obligadas a presentar propuestas ante la CIDH en un plazo prudencial atendiendo a la complejidad de cada caso.

a) b)  e)  f)

La CIDH debe desarrollar un verdadero rol de mediador, supervisando que las partes estén debidamente representadas, particularmente las víctimas, que los acuerdos a que se lleguen efectivamente  garanticen los derechos humanos de las víctimas y que no sirvan como un medio de obtener fondos económicos para los representantes legales de las mismas.
La CIDH debe proponer reuniones de trabajo a las partes, no solo en su sede sino prioritariamente en el Estado que se encuentra promoviendo una solución amistosa, particularmente en el Estado, ello con el fin de seguir mediando e impulsando los consensos para arribar a una posible solución amistosa dentro de un plazo adecuado.
La CIDH de oficio debe solicitar de forma periódica a las partes un informe sobre el avance de la negociación, ello cuando no le sea posible que las reuniones de trabajo se den de forma constante.

d)
La CIDH debe reglamentar lo dispuesto por el artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el sentido de que los Acuerdos de Solución Amistosas en los que haya intervenido, sean aprobados y publicados dentro de un plazo prudencial. Esta recomendación se realiza a la luz de muchos acuerdos amistosos que el Estado y las víctimas han suscrito, en los cuales ha mediado la CIDH, sin embargo, estos no han sido aprobados ni publicados. 
La CIDH debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 23.2 de su Estatuto en el sentido de que, en caso de no llegarse a una solución amistosa y abandonada la negociación, se debe emitir el Informe de Fondo en el plazo de 180 días. 


	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota: 

           El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	El Estado de Guatemala considera que debe establecerse un procedimiento para la presentación del informe anual de la CIDH, dentro del cual debe contemplarse que los Estados tengan conocimiento de su contenido previamente antes de su publicación, para la presentación de las observaciones y recomendaciones que consideren pertinentes. 

El Estado propone que la CIDH establezca un mecanismo para incluir en el informe a anual a todos los Estados parte.



	VI. Promoción de los derechos humanos

A) Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b)  Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.
c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.
d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo.

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B) Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.


	El Estado de Guatemala propone establecer como prioridad el fortalecimiento de sus instituciones a través de la capacitación de sus funcionarios  en coordinación con la CIDH.

Para lograr una mayor difusión de las labores de promoción de la CIDH, debe hacerse a través del Ministerio de Relaciones Exteriores e instituciones de derechos humanos.

Es necesario que la CIDH realice actividades de promoción de los derechos humanos, donde actores de sociedad civil y funcionarios del Estado puedan participar en el conocimiento de las labores que realiza para promover los derechos humanos en la región.

El Estado de Guatemala propone que los Estados puedan solicitar asesoría para la formulación e implementación de políticas públicas que respeten y garanticen los derechos humanos, así como el cumplimiento de las reparaciones derivadas de Acuerdos de Solución Amistosa y de recomendaciones que formule en sus informes de fondo.

El Estado de Guatemala promoverá espacios de intercambio de experiencias y buenas prácticas con otros Estados de la región.



	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A) Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras.

B) Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos.

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C) Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.
	La CIDH ha argumentado que la principal causa de las deficiencias en su trabajo se debe al poco presupuesto asignado para ejercer sus funciones, actualmente equivale a un 6% del Presupuesto de la Organización de Estados Americanos. El Estado propone que la CIDH indique concretamente a cuánto asciende el presupuesto que requiere para desarrollar un trabajo eficiente. En esa medida y de acuerdo a las posibilidades económicas de los Estados partes, deben fijarse cuotas que los Estados aporten directamente a la CIDH.




X. JAMAICA

	RECOMENDACIONES

	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las)



	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.

c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales. 

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados. 

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.
i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua. 
	

	II. Medidas cautelares
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Confine the assessment for granting precautionary measures to the “seriousness” and “urgency” of situations, and avoid considerations on the merits of the matter.

c) Define objective criteria or parameters for determining “serious and urgent situations” and the imminence of the harm, taking into account the different risk levels. 

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado.

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada). 

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares. 

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar.
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre. 

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso. 

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación. 

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.


	(a)
Programar consultas con los Estados miembros para definir los criterios pertinentes en II A. (a)
(c)
Programar consultas con los Estados miembros para definir los criterios pertinentes en II A. (c).
(e)
Debería establecerse un calendario para las revisiones, la primera a más tardar un mes después de que se otorguen las medidas cautelares. 

(f)
Las medidas señaladas en II A. (f) deberían adoptarse por consenso, dada la seriedad de adoptar medidas cautelares sin solicitar información del Estado.

(j) Se les debería solicitar a los Estados que suministraran información sobre los plazos razonables para la implementación de ciertas medidas. Aunque la información suministrada por los Estados no dictaría la postura de la Comisión, sí le proporcionaría una perspectiva más adecuada de las limitaciones y otras restricciones en los Estados miembros que deberían tomarse en cuenta para decidir los plazos razonables para la implementación de medidas cautelares.   



	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo. 

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas. 

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro. 

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal. 

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas. 

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto.

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos. 

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	III A.

(b)
Programar consultas con los Estados miembros para definir los criterios y plazos en III A. (b, c, d, I y J).

	IV. Soluciones amistosas
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas. 

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo. 

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración. 

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	IV A.

a) Llevar a cabo consultas periódicas para establecer métodos para el fortalecimiento del grupo de trabajo. Inicialmente se les podría pedir a los Estados que presenten propuestas por escrito, seguidas por reuniones programadas. 

b) La responsabilidad directa del grupo de trabajo debería rotarse regularmente entre los comisionados; tal vez para períodos de un año.

	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

A. Recommendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	

	VI. Promoción de los derechos humanos
A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas. 

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule. 

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.


	VI A. 

a) Emprender la promoción de los derechos humanos a través de medios de comunicación masiva, universidades e instituciones educativas de nivel secundario y primario.
b) Ofrecer propuestas concretas a los Estados sobre formas en que se les puede suministrar asistencia técnica para fortalecer su legislación interna y la capacitación de funcionarios.

	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH
A. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados. 

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos.

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización:

a)
Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.
	


XI. MÉXICO
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO



	XL. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

(…)

A. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	1. Reiterar, mediante las resoluciones pertinentes de la Asamblea General, el llamado a los Estados que aún no son Parte de tratados interamericanos de derechos humanos a que ratifiquen o acceden a los mismos y/o reconozcan la jurisdicción contenciosa de la CorteIDH.

2. Considerar el envío de comunicaciones de los Estados Partes de cada tratado interamericano de derechos humanos a aquellos Estados de la región que aún no son Parte de los mismos, invitando a considerar seriamente la ratificación o accesión y/o el reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la CorteIDH.

3. Recomendar a los Estados Partes de tratados interamericanos de derechos humanos que, en sus contactos o consultas bilaterales con Estados de la región No Partes de tales tratados, incluyan como parte de la agenda la cuestión de la posible ratificación o accesión de dichos instrumentos y/o del posible reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la CorteIDH.

a) Considerar la conformación y envío a Estados Miembros No Parte de los tratados interamericanos de derechos humanos de misiones ad hoc –integradas por representantes de Estados Parte de los tratados, de la Secretaría General de la OEA, de la CIDH, de la Corte IDH, entre otros- para dialogar con autoridades de todos los poderes públicos y otras autoridades (e.g., poderes ejecutivo, legislativo y judicial, y organismos estatales de derechos humanos), según corresponda, sobre la posible ratificación o accesión a los tratados y el posible reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la CorteIDH.

b) Solicitar a la Secretaría General de la OEA (posiblemente por conducto del Departamento de Derecho Internacional), en consulta con los órganos del SIDH, a que elabore y remita a los Estados Miembros cuestionarios destinados a conocer y recabar información sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que contribuyen a la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH. Solicitar a la Secretaría General que con base en la información recibida preparé la guía o documento de referencia a más tardar en el segundo semestre de 2013.

c) Considerar la posibilidad de celebrar una reunión anual entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes de Estados Miembros) para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. Además de las discusiones e intercambios sustantivos durante tales reuniones anuales, éstas tendrían la ventaja de contribuir a creación de redes de contactos entre funcionarios nacionales encargados de la vinculación de los Estados Miembros con el SIDH.

1. Considerar la elaboración y mantenimiento constante de un directorio de funcionarios nacionales encargados de la vinculación de los Estados Miembros con el SIDH, que facilite la comunicación, consulta y cooperación entre los mismos.

2. Invitar a los Estados Miembros a enviar a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.



	XLI. Medidas cautelares

(…)

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.


	a)
1. Considerar la posibilidad de celebrar una reunión anual entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes de Estados Miembros) para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. 

2. Invitar a los Estados Miembros a enviar a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.


	XLII. Promoción de los derechos humanos

(…)

B. Recomendaciones a los Estados Miembros:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	a)

1. Considerar la posibilidad de celebrar una reunión anual entre Estados Miembros (ya sea en la sede de la OEA o en sedes de Estados Miembros) para intercambiar experiencias y prácticas sobre éste y otros temas relacionados con la cooperación de los Estados Miembros con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos. 

2. Invitar a los Estados Miembros a comisionar a sus funcionarios nacionales encargados de la vinculación con el SIDH a participar en las reuniones anuales sobre cooperación con el SIDH y cumplimiento de obligaciones asumidas en materia de derechos humanos.

	XLIII. Fortalecimiento financiero del SIDH

a. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

(…)

b. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Respecto a las recomendaciones contenidas en sub incisos a), b), c), d) y e) del inciso a) sobre “Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA”:

· México reconoce y es consciente de los esfuerzos que se llevan a cabo por parte de la Secretaría general y los Estados Miembros en el marco de la elaboración y negociación del presupuesto regular anual de la OEA para dotar de mayores recursos a los órganos del SIDH.

· No obstante y dado el contexto actual, es necesario considerar el establecimiento de contribuciones anuales obligatorias de los Estados Miembros al SIDH, a partir del presupuesto anual 2014, que fueran aumentando de manera progresiva hasta que se asegurara un financiamiento adecuado.

· En tanto se logra lo anterior, se propone que los Estados Miembros se comprometan a hacer contribuciones voluntarias a la CIDH y CorteIDH por un periodo determinado de tiempo (vinculado al periodo de tiempo que se requiera para terminar de aumentar las posibles contribuciones anuales obligatorias al SIDH). 

· Los Estados Miembros deberían procurar que estas contribuciones voluntarias se hicieran sin fines específicos, o bien que únicamente el 20% de la contribución voluntaria se destinara a fines específicos, tal y como se prevé al menos en el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH. 

· Un llamado semejante se hará a los Estados Observadores y otras instituciones u organizaciones donantes, asegurándose que con ello no se desincentiven sus aportaciones voluntarias y sin perder de vista que, mientras no se alcance un financiamiento adecuado proveniente del presupuesto regular de la OEA, las contribuciones voluntarias permiten que el SIDH continúe operando.

· Para diseñar y poner en práctica dicho esquema de “dos vías”, se propone que la Asamblea General Extraordinaria de marzo próximo disponga la creación del mecanismo o grupo técnico recomendado por el Grupo de Trabajo Especial, ya sea como un mecanismo o grupo ad hoc o como un mecanismo o grupo especial de la Comisión de Asuntos Administrativos o Presupuestarios del Consejo Permanente. Este mecanismo o grupo técnico debería presentar su propuesta de esquema a más tardar durante el tercer trimestre de 2013.

a) Solicitar a la Secretaría General que presente la propuesta recomendada al mecanismo o grupo técnico antes citado, o bien a los Estados Miembros, a más tardar durante el segundo trimestre de 2013. Entre otras estrategias, dicha propuesta debería incluir, al menos: a) elementos para el debate sobre el esquema de “dos vías” propuesto; b) mecanismos alternativos de financiamiento; c) posibles acuerdos de cooperación para el financiamiento del SIDH con instituciones y organizaciones nacionales e internacionales.


XII.
NICARAGUA
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	XLIV. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.


	Valorar cual es el nivel de participación y limitaciones  que puedan tener los Estados que no son parte de los instrumentos internacionales de Derechos Humanos.   

Se propone unificar el Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), de manera tal que la información emanada del trabajo de todas las relatorías, quede integrado a dicho Informe, y no solamente se le dé  la preeminencia a una relatoría en detrimento de las otras. Es por ello que resulta importante que dichas relatorías puedan contar con suficiente personal y los recursos financieros necesarios para el cumplimiento de sus labores. 



	XLV. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.


	En lo que respecta al tema de las medidas cautelares, hace falta el establecimiento de reglas más claras para el otorgamiento de las mismas.  Subsiste la interrogante sobre este proceso en cuanto a la naturaleza jurídica de las mismas. La atribución de otorgar Medidas Cautelares por la CIDH no está normada en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ni en el Estatuto de la CIDH, sino que por mutuo propio la Comisión se la asignó por si y ante si en su reglamento en el arto. 25, arrogándose  competencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

La Comisión omitió lo establecido en el arto 19 c del Estatuto de la CIDH , que señala entre sus atribuciones solicitar a la Corte Interamericana de  Derechos Humanos que tome las medidas provisionales  que considere pertinentes en asuntos graves y urgentes que aun no estén sometidos  a su conocimiento  cuando se haga necesario para evitar daños  irreparables a las personas. 

En consecuencia es primordial que el Sistema Interamericano de Derechos Humanos se sujete  a la Convención Americana sobre Derechos Humanos para la aplicación de las medidas cautelares. 



	XLVI. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	XLVII. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Elaborar una guía de procedimiento sobre soluciones amistosas, en el que se establezcan elementos básicos que rijan el  fondo del acuerdo. En el sentido de que lo demandado o pedido al Estado sea legal, real y posible. No se puede pedir al Estado lo que no tiene.  



	XLVIII. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región.

Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	Se propone dejar sin efecto el capítulo IV y suspender la continuidad del mismo, por ser de naturaleza discriminatoria y susceptible de manipulación política, lo que no contribuye a mejorar la defensa y protección de los derechos humanos en la región, sino que se ha  convertido en una herramienta de control político selectiva en contra de algunos Estados. 

La falta de rigor jurídico de este capítulo ha sido sustituido  por una amplia discrecionalidad de interpretación y una exposición de criterios inconsistentes, susceptibles a presiones de países que no son parte de la Convención, pero que financian el sistema interamericano de derechos humanos.

Mientras la CIDH, insista en mantener este Capítulo Especial, se mantendrá un doble estándar en el tratamiento de la problemática de los derechos humanos en la región, en la presentación de los Informes Anuales. En este sentido las contribuciones externas que recibe la CIDH, podrían parecer direccionadas para fines políticos, y no precisamente para la promoción y protección de los derechos humanos, lo que iría en detrimento de la credibilidad del Sistema. 



	XLIX. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

b) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	

	L. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	


XIII.
PANAMÁ
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	LI. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	

	LII. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	

	LIII. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	

	LIV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Sobre el proceso de soluciones amistosas, es indispensable contar con el acompañamiento activo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), para que sea la figura que concilie en momentos en que las negociaciones puedan complicarse y no llegar a acuerdos, sobre todo cuando se trate de desacuerdos entre las presuntas víctimas.



	LV. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	

	LVI. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	La Elaboración de una guía o manual de procedimiento sobre consentimiento libre previo e informado, resulta indispensable para los Estados.  En el año 2010 la CIDH publicó el libro “Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales sobre sus Tierras Ancestrales y Recursos Naturales”, el cual constituye un invaluable recurso en materia de derechos de los Pueblos Indígenas.  Sin Embargo, es imperativo para los Estados, contar con una guía o manual que se dedique directamente a dirimir esta materia.



	LVII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.
	


XIV.
PERÚ
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	LVIII. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	b)
En adición a aquellas propuestas presentadas en la respuesta de la CIDH, considerar incluir en el informe anual una sección sobre la situación de la ratificación de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos, y dar cuenta de las gestiones realizadas por la CIDH a lo largo del año para la promoción de la misma.
c)
Entendiendo que el SIDH es el único en la región encargado de la protección de los derechos humanos, y reconociendo la estrecha relación entre las actividades de protección y promoción, se pueden organizar eventos de capacitación en los países miembros sobre el sistema de protección, enfocados a funcionarios y mediante una programación anual, para lo cual, los propios Estados deberán proveer los fondos necesarios.

e)
Apoyar la propuesta de la CIDH de establecer al menos una reunión anual con los Estados, y promover adicionalmente la realización de reuniones de trabajo a través de videoconferencias.

f)
En adición a la propuesta de la CIDH de presentar los resultados de su plan estratégico al CP, considerar brindar difusión al respecto a través de su página web o mediante la elaboración de boletines informativos.

g)
A través del Informe Anual y la pagina web.

h)
Que adicionalmente, la CIDH incluya en su propuesta lo que implicaría lograr la presencia permanente de todos los Comisionados.

i)
Apoyar la propuesta de la CIDH para que se efectúe un resumen de las actividades de todas las relatorías y unidades y adicionar todos los informes elaborados durante el año. 

Propuesta para a y b: 

Iniciar un proceso de evaluación y consulta dentro del CP, para la elaboración de un proyecto de estrategia para alcanzar la universalidad, en colaboración con los órganos del Sistema. Dicho proceso deberá evaluar posibles consecuencias a la falta de ratificación de la CADH.

Propuesta para c y d: 

Solicitar a los Estados la presentación de un informe sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales de implementación.

Realizar una Sesión Especial en el marco de la CAJP para socializarlas e  intercambiar opiniones.

Encomendar al DDI la elaboración del documento de referencia en base a estos aportes.

Finalizado el documento de referencia, se promoverá a través de la CAJP, foros de capacitación de los operadores del SIDH, así como de funcionarios del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial

e)
Que cada Estado interesado, coordine al menos una reunión virtual entre los representantes de diversos sectores nacionales competentes en materia de derechos humanos y funcionarios de la secretaria ejecutiva a fin de evaluar posibles mecanismos de asistencia mutua.


	LIX. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.
	Propuesta a, b y c: Sin perjuicio de la elaboración y difusión de guías de prácticas sobre los criterios y parámetros para el otorgamiento de medidas cautelares, y para la determinación de  la gravedad y urgencia, se propone incorporar en el reglamento los referidos criterios. Sería recomendable que se establezcan plazos para la definición de los referidos criterios y parámetros.

d)
Establecer un plan de trabajo calendarizado tras la adopción de la medida para su revisión, que contemple la remisión de informes periódicos de las partes y la realización de reuniones de seguimiento o de visitas in situ.
e)
Apoyar la propuesta de la CIDH, considerar su inclusión en el reglamento.

f)
Establecer una mayoría calificada de al menos 5 votos para este tipo de decisiones.

g)
Incluir en el reglamento la obligación de fundar y motivar dichas decisiones. Dicha fundamentación deberá tomar en consideración los criterios establecidos en esta recomendación.

Propuesta para h e i: Los Estados promoverán visitas in situ de miembros del Grupo de Medidas Cautelares con funcionarios de Estado, para identificar a los posibles beneficiarios.

l)
La respuesta de la Comisión no atiende el contenido sustantivo de la recomendación. Proponemos se discuta una fórmula que responda a ella y que permita su reglamentación.

a)
Solicitar a los Estados la presentación de un informe sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales de implementación. Realizar una Sesión Especial en el marco de la CAJP para socializarlas e intercambiar opiniones. 

b)
Encomendar a la CAJP el debate sobre la realización de la consulta, y de ser el caso los términos de la misma. La referida Comisión deberá presentar un informe con sus conclusiones para la consideración del Consejo Permanente.



	LX. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	a)
Sin perjuicio de la elaboración de la guía propuesta por la CIDH, aplicar con mayor rigurosidad los criterios ya previstos en los artículos 31, 32, 33, y 34 del Reglamento de la CIDH y los artículos 46 y 47 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Debe tenerse presente la subsidiariedad del Sistema, y que debido a la gran recarga procesal de la CIDH, derivar su atención, por ejemplo,  a casos que ya están siendo atendidos en sede nacional, le obliga a dejar pendiente de atención la situación de otros peticionarios. 

b)
Apoyar la propuesta de la CIDH de incluir en el reglamento como motivo del archivamiento la falta de impulso procesal del peticionario.

e)
Definir los criterios de inclusión de nuevas presuntas víctimas en procesos en trámite.

f)
Adicionalmente al plazo propuesto por la CIDH, establecer el otorgamiento de información por parte del grupo de registro a solicitud del Estado sobre los expedientes bajo su evaluación. Salvo casos de solicitud de reserva del peticionario o cuando la CIDH considere que su otorgamiento podría poner en riesgo al peticionario.

g)
Al margen de lo expresado por la CIDH en este rubro, bajo el supuesto de esta recomendación, la Comisión deberá cuidar que la notificación de la comunicación inicial al Estado sea realizada incluyendo información actualizada de los hechos. 

h)
Apoyar la inclusión en el listado de aplicaciones del criterio de persaltum los casos en que el Estado manifieste formalmente intensión de solucionarlos amistosamente, para ello es preciso que la CIDH otorgue información al Estado sobre los expedientes que se encuentran en etapa de registro

l)
Creación de carpetas virtuales temáticas.



	LXI. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	a)
En la priorización de acciones de la CIDH, la labor de los comisionados debe concentrarse progresivamente en las soluciones amistosas. 

c)
Intervención de la CIDH y del Grupo de Soluciones Amistosas de forma más dinámica en las numerosas oportunidades de acuerdo entre las partes. La experiencia ha demostrado que son las partes las que han desarrollado las soluciones amistosas con poco involucramiento de la CIDH.  Se debe propender a una participación activa de la Comisión.

e)
Los Estados deberán enviar información sobre sus experiencias de acuerdo a un cronograma propuesto por la CIDH.



	LXII. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	

	LXIII. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo.

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.


	b)
Elaborar un programa anual de estas actividades.

e)
Sobre la base de la identificación de patrones que efectuará la CIDH, proponer a los Estados talleres que desarrollen dichas problemáticas y sus eventuales soluciones.

a)
Desarrollar este tema en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos. Se deberá impulsar y proponer a las instituciones con las que reforzaría la capacitación a niveles del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial.



	LXIV. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	Propuesta para a y b:

Disponer la aprobación en cada programación presupuestal, de incrementos progresivos de los recursos asignados a los órganos del SIDH, tomando en cuenta las restricciones presupuestarias de la Organización y a la espera de una solución definitiva que derive de la propuesta del mecanismo o grupo técnico que se conformará sobre el particular.

d)
Disponer la conformación e inicio de actividades del grupo técnico antes de concluido el segundo semestre del 2013.   




XV.
URUGUAY
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	LXV. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.
b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 
d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.
e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.
f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.
g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.
h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.
i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único de su informe anual.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.

	Uruguay seguirá muy de cerca la elaboración y conclusiones de este Informe previsto por la CIDH  para el 2013. 

La apuesta por la universalidad del Sistema Interamericano de Derechos Humanos debe ser un objetivo y aspiración compartidos por todos los Estados Miembros de la OEA. 

Nuestro país siempre ha manifestado que una de las mayores fragilidades del sistema interamericano lo constituye la ausencia de universalización de su membresía. Por ello es que se revela importante determinar la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana de Derechos humanos y de los demás instrumentos interamericanos en la promoción y protección de los derechos humanos en la región. 

Este Informe debe ser el resultado de un ejercicio serio de reflexión destinado a identificar las medidas más apropiadas para lograr en un plazo razonable la adhesión de los Estados que aun no han ratificado o en su caso adherido a la Convención Americana de Derechos Humanos. 

El hecho de que hayan transcurrido casi 20 años desde la adhesión del último Estado de la región a esta Convención Americana debe ser un motivo de preocupación y a la vez un disparador de un proceso que conduzca a la necesaria universalización del SIDH.

Uruguay también entiende necesario que en el mencionado Informe se identifiquen las posibles consecuencias de las denuncias a la Convención Americana de Derechos Humanos en la realización de los derechos humanos y libertades fundamentales de los Estados que optan por desvincularse del SIDH.

Uruguay concuerda con la prioridad que ha concedido la CIDH a las actividades de promoción de la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana a la vez que exhorta a la Comisión a seguir en esta dirección.

Nuestro país alienta a que la CIDH continúe las actividades previstas en el “Documento de respuesta de la Comisión a las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre Fortalecimiento del SIDH”.

Uruguay enfatiza que la competencia de la Comisión es universal ya que todos los Estados Miembros de la OEA están sujetos al monitoreo de la situación de los derechos humanos, a su sistema de peticiones individuales y al seguimiento de enfoques temáticos.

Es por ello, que nuestro país alienta a la CIDH a considerar la posibilidad de celebrar audiencias específicas sobre la universalización de los instrumentos interamericanos sobre derechos humanos.

Debe tenerse presente que desde su primer período de sesiones y hasta el presente nunca se haya llevado a cabo una sesión de la CIDH en un Estado que no sea parte de la Convención cuando la CIDH, como acaba de expresarse, es universal en sus actividades de monitoreo y promoción de los derechos humanos en todos los países de SIDH.
Tal como lo expresara en la reunión del Consejo Permanente de la OEA celebrada el 25 de enero de 2012, Uruguay es de la opinión que las labores de promoción y protección de los derechos humanos que lleva a cabo la CIDH son complementarias entre sí y no transitan por carriles distintos.

La jurisprudencia de la CIDH demuestra que una gran cantidad de medidas de protección de los derechos humanos revisten asimismo un alto contenido de promoción e incluso de prevención de violaciones en el futuro. 

Como lo han indicado organizaciones de la sociedad civil ¿que puede tener más impacto para la promoción del SIDH en la región que la decisión en un caso individual, o una sentencia de la Corte Interamericana en un caso sensible que la Comisión ha contribuido a su solución de conformidad al SIDH? Lo mismo sucede con otras actividades de protección de la Comisión.

Uruguay coincide con el razonamiento de la CIDH cuando afirma que “en tanto los Estados Miembros consideren y acojan los estándares reconocidos en los informes de la CIDH, se da un impacto promocional y preventivo”.

Igualmente, Uruguay entiende que en las labores de promoción existen otros órganos de protección a nivel nacional, tales como las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, Defensores del Pueblo, Procuradurías, etc., cuyos mandatos son complementarios con el de la CIDH.

En el caso de Uruguay la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo tiene un claro mandato de promoción a nivel nacional de los derechos humanos así como de cooperación con los órganos internacionales y regionales de monitoreo.

Uruguay alienta a la CIDH a intensificar sus esfuerzos para continuar perfeccionando y profundizando los estándares de exigibilidad en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

Sin desatender la realización efectiva de los derechos civiles y políticos, Uruguay como Estado Parte del Protocolo de San Salvador, reconoce y comparte la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana. Ello exige una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que pueda justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros. 

La exigibilidad de los derechos económicos, sociales y culturales en el SIDH que permite el Protocolo de San Salvador (aunque en principio limitada a los derechos de libertad sindical y educación) ha asido un primer paso en la profundización de los estándares de justiciabilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en relación a estos derechos.

Uruguay asimismo observa con particular atención la manera en que la jurisprudencia de la Corte Interamericana ha venido declarando admisibles peticiones que alegan, entre otros, violaciones a derechos económicos, sociales y culturales, tales como seguridad social, salud, educación, trabajo y derecho de los trabajadores a organizar sindicatos. 

Por otra parte, nuestro país apoya la recomendación (asumida explícitamente por la CIDH) de “profundizar y extender su análisis sobre estos derechos en la elaboración de informes de países”.

Para ello, Uruguay sugiere tener presente la importante labor de los órganos de monitoreo del sistema universal (Comité DESC, Comité CEDAW, Comité Trabajadores Migrantes, etc) así como los informes de recomendaciones preparados en el marco del EPU (Examen Periódico Universal) que lleva a delante el Consejo de Derecho Humanos.
Uruguay comparte el plan de trabajo establecido por la CIDH en su numeral 49 del “Documento de respuesta de la Comisión a las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre Fortalecimiento del SIDH”.

Nuestro país igualmente entiende conveniente que la CIDH pueda realizar reuniones anuales con los Estados, sociedad civil, usuarios del sistema y otros operadores relevantes para dialogar sobre los mecanismos destinados a perfeccionar sus políticas y prácticas.
Uruguay toma nota de la estrategia definida por CIDH de solicitar anualmente una sesión del Consejo Permanente para la presentación de los resultados de su Plan Estratégico.

Dado el incremento del número de actividades de la CIDH vinculadas a sus labores de promoción y protección de los derechos humanos en el marco del sistema interamericano, Uruguay sugiere organizar sesiones de información con el Consejo Permanente toda vez que sea necesario y en la medida de sus recursos presupuestales. 

Un mayor diálogo entre la CIDH y el Consejo Permanente de la OEA favorecerá una mejor comprensión por parte de los Estados sobre los    criterios utilizados por la Comisión Interamericana para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

Uruguay reconoce los importantes avances verificados en la difusión y calidad de información relativa al número de peticiones individuales y solicitudes de medidas cautelares llevadas adelante por la CIDH.

Concretamente, nuestro país valora que en el marco de sus Informes Anuales, la CIDH consagre todo un capítulo específico (Capítulo III) a la difusión de estadísticas, peticiones y casos ante la CIDH, las medidas cautelares otorgadas por la Comisión, el número de peticiones declaradas admisibles e inadmisibles, informes de solución amistosa, informes de Fondo, informes de archivo, así como el estado del cumplimiento de las recomendaciones de la CIDH.

Uruguay alienta a la CIDH a que en el marco de sus atribuciones pueda continuar brindando información relevante a los diferentes usuarios del sistema interamericano de derechos humanos. 

Una de esas informaciones podría ser la del estado procesal de los asuntos sometidos a la consideración de la CIDH, trámite de las peticiones, estado de situación de las medidas cautelares así como demás información que permita a todos los operadores del sistema implementar el principio de seguridad jurídica que todo proceso de estas características debe observar.
Nuestro país sigue de cerca la iniciativa de implementar una Presidencia permanente de la CIDH y está expectante de la propuesta que en tal sentido realizará la Comisión Interamericana a la Secretaria General.

Uruguay entiende que en la elaboración de esa propuesta y en el análisis de su viabilidad sería conveniente evaluar cómo otros sistemas regionales de promoción y protección de derechos humanos han implementando propuestas tendientes a dotar de mayor institucionalidad a los órganos de promoción y protección de derechos humanos. 

Por otra parte, la propuesta debería formularse previendo las consecuencias presupuestales para su implementación.
Uruguay toma nota de la posibilidad de incorporar en la sección de “Actividades de las Relatorías” (Capítulo II del Informe Anual de la CIDH) un resumen de las actividades de todas las Relatorías, Relatorías Especiales, y Unidades Temáticas. Asimismo, Uruguay toma nota de la posibilidad de enviar a la Asamblea General, junto con el Informe Anual de la CIDH, todos los informes temáticos de las Relatorías, Relatorías Especiales y Unidades Temáticas.

De todas formas, Uruguay quiere dejar constancia que estas dos medidas no deben aplicarse en detrimento ni para limitar las funciones y labores de la Relatoría Especial sobre Libertad de Expresión. 

Esta Relatoría es la única que publica desde 1998 un Informe Anual independiente del que lleva a cabo la CIDH. Es un Informe muy detallado, abarcativo y extenso que evalúa la situación de todos los Estados de la región en lo concerniente a la libertad de expresión (Uruguay no es ajeno a este análisis y escrutinio por parte de la Relatora).

Uruguay reitera en esta oportunidad que estas medidas deben ser interpretadas desde una perspectiva constructiva. En otras palabras, debe entenderse como una recomendación para que exista un capítulo donde las relatorías reporten sobre sus actividades pero que esto no determine que la CIDH deje de continuar aplicando la práctica de incluir un Informe específico elaborado por la Relatoría para la Libertad de Expresión.


	LXVI. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.
b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	Uruguay comparte las medidas identificadas por la propia CIDH en su Documento de Respuesta, párrafos 62, 63 y 64. 
Particularmente se entiende como conveniente la publicación de un digesto que sistematice y explique los estándares alcanzados en materia de medidas cautelares y mejores prácticas en el diseño de medidas de protección. 
El digesto permitirá difundir y conocer con mayor profundidad las decisiones sobre medidas cautelares, su evolución en el tiempo y prácticas aplicadas.

El objetivo principal de las medidas cautelares, de conformidad al artículo 25 del Reglamento de la CIDH, cuando se verifiquen situaciones de gravedad y urgencia, siempre debe ser la prevención de daños irreparables a las personas o al objeto del proceso en conexión con una petición o caso pendiente.

La CIDH, al momento del otorgamiento de una medida cautelar, debe no ingresar en consideraciones relativas al fondo del asunto. 

En otras palabras, la CIDH, de conformidad a su Reglamento (artículo 25 numeral 9) debe tener presente que “el otorgamiento de esas medidas y su adopción por el Estado no constituirá prejuzgamiento sobre la violación de los derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y otros instrumentos aplicables”.

Uruguay reconoce la labor de la CIDH en la difusión que ha dado a los criterios aplicados para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, fundamentalmente a través de los Informes sobre la situación de las y los defensores de derechos humanos en las Américas.

Nuestro país alienta a la CIDH a continuar perfeccionando los mecanismos de difusión de estos criterios.

En todo sistema multilateral, la regla de la consulta se erige como fundamental para mantener a las diferentes partes del proceso involucradas en el mejoramiento de dicho sistema.

En ese proceso de consultas, y atendiendo al carácter temporal de la medida cautelar, la CIDH debería presentar nuevos mecanismos de seguimiento y evaluación de las medidas cautelares a los ya utilizados por la CIDH.

Los mismos podrían ser visitas al terreno (en la medida de sus posibilidades financieras) para constatar la evolución de la situación de riesgo, cómo los Estados han puesto en práctica las medidas de protección, verificar si la gravedad o urgencia se mantienen vigentes así como analizar otras circunstancias que puedan concluir en la necesidad de poner fin a la medida cautelar.

Debe señalarse que en ocasiones, los Estados no conocen con certeza el estado procesal de las medidas cautelares y de las acciones que la Comisión está implementando al respecto.

Nuestro país está de acuerdo con la postura de la CIDH en su Documento de Respuesta en el sentido de que, cuando otorgue una medida cautelar sin haber solicitado previamente información al Estado, la Comisión pueda solicitar información a las partes a la mayor brevedad, para revisar su vigencia, modificarla o levantarla en su siguiente Período de Sesiones.

En el marco de un eventual examen de las reglas de toma de decisiones para casos de medidas cautelares, Uruguay señala la necesidad de tener presente el carácter cautelar de estas medidas, su función preventiva y protectora a efectos de evitar su desnaturalización en los hechos.

Al examinar estas reglas la CIDH debería sopesar el riesgo existente de modo que la medida cautelar cumpla con su efecto útil y garantizar al Estado un procedimiento de respuesta en el caso de querer controvertirla.

Es importante que la CIDH continúe, a la hora de establecer resoluciones sobre el otorgamiento, revisión, prórroga o levantamiento de las medidas cautelares, fundamentando las mismas con motivaciones jurídicas y fácticas en las que basa su decisión.
La fundamentación da certeza jurídica, restringe la arbitrariedad y permite saber con claridad sobre que se basa la decisión relativa a la medida cautelar.
Uruguay apoya el fortalecimiento de los mecanismos para la determinación e individualización de los beneficiarios de las medidas cautelares. El hecho que los beneficiarios pueden ser determinados por su ubicación geográfica o por ser parte de un colectivo, pueblo, comunidad u organización redundará en la correcta implementación de las medidas cautelares. 
No obstante ello, Uruguay es de la opinión de no distorsionar la naturaleza y función de la medida cautelar ante la imposibilidad de individualizar estos colectivos.
Debe tenerse presente que tanto a nivel nacional como del sistema interamericano existen ejemplos concretos que han servido para proteger a colectivos en riesgo a través de medidas cautelares.
Uruguay reitera que de conformidad al artículo 25 del Reglamento de la CIDH, cuando se verifiquen situaciones de gravedad y urgencia, las medidas cautelares oficiarán como mecanismos de prevención de daños irreparables a las personas o al objeto del proceso en conexión con una petición o caso pendiente.

De conformidad al artículo 25.4.c del Reglamento de la CIDH ésta tendrá en cuenta “la expresa conformidad de los potenciales beneficiarios cuando la solicitud sea presentada a la Comisión por un tercero, salvo en situaciones en las que la ausencia de consentimiento se encuentre justificada”.

Uruguay alienta a la CIDH a continuar aplicando en la práctica esta disposición del Reglamento.

Uruguay acoge con agrado que la CIDH esté dispuesta a desplegar esfuerzos para atender la recomendación de “plazos razonables”.
No obstante ello, nuestro país coincide con la CIDH en que ese plazo no frustre el objeto de las medidas cautelares. 
Las medidas cautelares y solicitudes de información a los Estados representan sistemas de alerta temprana que no deberían distorsionarse.

Uruguay estima conveniente atender fundamentalmente el cambio de las circunstancias, o sea la existencia o no del riesgo, que es elemento determinante para la permanencia de la medida cautelar.
Dado que ambos órganos del sistema tienen independencia a la hora de la toma de decisiones y cuentan con reglamentos específicos, la CIDH tiene competencias independientes a las de la Corte en el ejercicio de su jurisdicción de vigilar el cumplimiento de los Estados con sus obligaciones internacionales.


	LXVII. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.
b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	Uruguay es de la opinión de aplicar los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

Al mismo tiempo, Uruguay considera que las medidas a adoptar a este respecto no deben erosionar el sistema de peticiones individuales cuya finalidad es dar respuesta eficaz a la protección de los derechos humanos presuntamente violados. 

El principio pro persona es la piedra angular de todo sistema de protección de derechos humanos.

	LXVIII. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.
b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.


	Para el Uruguay el procedimiento previsto en los artículos 48(1)(f) y 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos constituye un importante mecanismo del que se ha dotado el sistema interamericano de promoción y protección de derechos humanos, que tiene como objetivo “llegar a una solución amistosa fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”. 

El procedimiento de solución amistosa recogido en la Convención Americana de Derechos Humanos ha demostrado facilitar la terminación de casos individuales en forma no contenciosa, reducir de manera importante la confrontación entre peticionarios y el Estado a la vez de contribuir a un mayor compromiso de los Estados con el sistema de promoción y protección de los derechos humanos. 

No obstante ello, Uruguay identifica como obstáculo para llevar adelante estos procedimientos la ausencia de directrices, guías o referencias de buenas prácticas sobre las que basar la negociación del acuerdo, que sirvieran de orientación sobre la estructura y contenidos mínimos o deseables del acuerdo final.

La CIDH puede jugar un rol activo a la hora del seguimiento y cumplimiento de las soluciones amistosa lo que daría satisfacción a las víctimas y agilitaría el sistema de casos. 



	LXIX. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	En el diálogo con la Secretaría Ejecutiva de la CIDH se ha podido apreciar los distintos criterios que a lo largo de los años se han aplicado para la elaboración de este capítulo del Informe Anual de la Comisión.

El origen y evolución histórica del Capítulo IV, evidencian que no ha habido un criterio lineal ya que en numerosos casos los informes sobre países fueron promovidos por iniciativa de la propia Comisión, en algunos casos por mandato que la Comisión recibió de la Asamblea General de la Organización y en otros casos la Comisión los realizó después de haber visitado el país objeto del informe con el fin de responder a una espontánea invitación de un gobierno.

Uruguay no ha sido ajeno a los cuestionamientos de la CIDH a través de Informes sobre la situación general en materia de derechos humanos. El hecho de que nuestro país formara parte del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en 1978 fue una consecuencia de la violación generalizada de los derechos humanos cometidas por el gobierno uruguayo de entonces. 

Prácticamente ningún país de la región ha permanecido al margen de este capítulo IV del Informe Anual de la CIDH. 

Precisamente la consolidación del SIDH se ha desarrollado a través de la historia contra las violaciones cometidas por el Estado y es necesario recoger estos instrumentos como el escudo de los débiles y los postergados, y como mecanismo de inclusión cívica y social de las grandes mayorías.

	LXX. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.
c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	Uruguay entiende que las labores de promoción y protección de los derechos humanos que lleva a cabo la CIDH son complementarias entre sí y no transitan por carriles distintos.

Si se observa la jurisprudencia de la CIDH se puede perfectamente advertir que una gran cantidad de medidas de protección de los derechos humanos revisten asimismo un alto contenido de promoción e incluso de prevención de violaciones en el futuro. 

Como fuera mencionado anteriormente, nuestro país sostiene que en las labores de promoción existen otros órganos de protección a nivel nacional, tales como las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos, Defensores del Pueblo, Procuradurías, etc cuyos mandatos son complementarios con el de la CIDH.

Uruguay alienta que las labores entre estos distintos organismos se complementen y no se superpongan en los planos nacional, regional y  universal. 

Asimismo, Uruguay desea dejar constancia que la propuesta relativa al establecimiento de un Código de Conducta que regule específicamente  la gestión de las Relatorías de la CIDH es irrelevante. 

El Reglamento actual de la CIDH y su práctica afectan el marco de acción de todas las relatorías. El artículo 15.7 de dicho Reglamento establece: “El desempeño de las actividades y funciones previstas en los mandatos de las relatorías se ajustará a las normas del presente Reglamento y a las directivas, códigos de conducta y manuales que pueda adoptar la Comisión.”

	LXXI. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.
b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.
c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.


	En cuanto al tema financiero, Uruguay reconoce que varias de las recomendaciones del Grupo de Trabajo requieren de una adecuada contrapartida financiera y de recursos para su implementación. 

Esto permitiría perfeccionar aspectos del funcionamiento de los órganos y a la vez asegurar la predictibilidad, sustentabilidad y planeación de sus actividades y prioridades. 

No obstante, nuestra Delegación desea dejar constancia que la propuesta destinada a “asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos” solo puede entenderse constructivamente, en el sentido de rescatar la experiencia de la Relatoría sobre Libertad de Expresión que ha tenido la capacidad para gestionar sus propios recursos y ha podido hacerlo de manera eficaz. 

En consecuencia una distribución balanceada de recursos no puede significar  reducir los correspondientes a la Relatoría sobre Libertad de Expresión y equipararla con las demás Relatorías que disponen de insuficiente financiamiento. Seria sancionar injustamente una buena practica.

La recomendación de financiación equitativa para todas las relatorías y grupos de trabajo supone que los Estados se comprometan a financiar todos estos mecanismos para que puedan funcionar adecuadamente conforme a sus propias necesidades, sin que ello pueda significar una reducción de los recursos que actualmente financian las actividades de la Relatoría sobre Libertad de Expresión.



XVI.
VENEZUELA
	RECOMENDACIONES
	PROPUESTAS PARA LA APLICACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DEL GRUPO DE TRABAJO

(por favor hacer un esfuerzo para limitar la extensión de sus propuestas al máximo sugerido de 150 palabras por cada una de las recomendaciones respecto de las cuales elija pronunciarse) 


	I. Desafíos y objetivos de mediano y largo plazo de la CIDH

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Elaborar un informe sobre la incidencia de la no universalidad de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, así como del reconocimiento de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la protección y promoción de los derechos humanos en la región.

b) Incorporar activamente y como asunto prioritario en sus estrategias y labores de promoción de los derechos humanos, la firma, ratificación o adhesión a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos interamericanos sobre derechos humanos en los países que aún no lo hubieren hecho.
c) Lograr mayor equilibrio entre las funciones de promoción y protección de todos los derechos humanos. 

d) Continuar el perfeccionamiento de estándares internacionales de derechos humanos, profundizando en particular los estándares de exigibilidad y cumplimiento de obligaciones de los Estados en materia de derechos económicos, sociales y culturales.

e) Fortalecer sus mecanismos  de consulta  con todos los usuarios del sistema.

f) Continuar difundiendo periódicamente los criterios utilizados para definir sus prioridades programáticas y la medición de sus resultados.

g) Continuar difundiendo anualmente información estadística sobre las peticiones y solicitudes de medidas cautelares recibidas; el total de casos que se tramitan; el número de grupos de trabajo con que cuenta al interior la Secretaría Ejecutiva de la CIDH, las funciones de éstos y el personal con que cuenta, entre otros.

h) Elaborar en el corto plazo una propuesta, en colaboración con la Secretaría General de la OEA, sobre el funcionamiento permanente de su Presidencia en la sede.

i) Incorporar todos los informes de las relatorías en un capítulo único 

j) de su informe anual.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Si aún no son Parte, considerar la firma y ratificación, ratificación o adhesión a la CADH y a todos los instrumentos jurídicos interamericanos de derechos humanos, así como la aceptación de la jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH).

b) Diseñar e implementar estrategias orientadas a alcanzar la universalidad del SIDH, en colaboración con los órganos del SIDH, con los órganos políticos pertinentes de la OEA y con el apoyo de la Secretaría General.

c) Elaborar, a través de los procedimientos e instancias correspondientes de la Organización, y en consulta con los órganos del SIDH, una guía o documento de referencia sobre experiencias exitosas y buenas prácticas en materia de mecanismos institucionales o legislaciones nacionales que colaboran en la implementación de las recomendaciones de la CIDH y el cumplimiento de las decisiones de la Corte IDH.

d) Procurar el intercambio de buenas prácticas en materia de implementación de recomendaciones y decisiones de los órganos del SIDH.

e) Promover la cooperación entre las instituciones y autoridades nacionales con competencia en materia de derechos humanos y los órganos del Sistema para avanzar hacia objetivos comunes y brindarse asistencia mutua.


	

	II. Medidas cautelares

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Definir y divulgar criterios o parámetros objetivos más precisos para el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

b) Circunscribir la valoración para el otorgamiento de medidas cautelares a la “gravedad” y “urgencia” de las situaciones, evitando consideraciones sobre el fondo del asunto.

c) Definir criterios o parámetros objetivos para determinar qué situaciones reúnen la “gravedad” y “urgencia” requeridas, así como para determinar la inminencia del daño, tomando en consideración los distintos grados de riesgo.

d) Para reforzar el carácter temporal de las medidas solicitadas, establecer claramente, en consulta con las partes,  un plan de trabajo para la revisión periódica de las medidas cautelares vigentes con su correspondiente cronograma.  

e) En casos de extrema gravedad y urgencia en que se hayan solicitado medidas cautelares sin requerir previamente información al Estado, revisar dichas medidas a la mayor brevedad posible en consulta con el Estado. 

f) Examinar las reglas de toma de decisiones para casos de solicitudes de medidas cautelares en los cuales no haya sido posible  requerir información al Estado, a fin de que éstas sean adoptadas por una mayoría especial (calificada).

g) Fundar y motivar, jurídica y fácticamente, el otorgamiento, revisión y, en su caso, prórroga o levantamiento de medidas cautelares.

· Explicitar los elementos factuales que le sean presentados, así como los elementos ofrecidos que comprueban la veracidad de los hechos.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que permiten el examen de la CIDH de la petición presentada.

· Proporcionar una lista de los artículos de los instrumentos internacionales que reconocen los derechos cuya lesión se pretende evitar. 
h) Mejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares.

i) Verificar, cuando resulte procedente, que los posibles beneficiarios de medidas cautelares hayan otorgado autorización o consentimiento para que se presenten solicitudes en su nombre.

j) Otorgar plazos razonables a los Estados para implementar medidas cautelares, tomando en consideración, además de la gravedad y urgencia, la naturaleza y alcance de dichas medidas, el número de beneficiarios y, en general,  las circunstancias del caso.

k) Establecer como motivo de levantamiento de medidas cautelares, la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.

l) Abstenerse de adoptar o mantener medidas cautelares cuando la Corte IDH haya rechazado una solicitud de medidas provisionales sobre la misma situación.
B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Procurar el intercambio de buenas prácticas respecto de la implementación y cumplimiento de medidas cautelares.

b) Considerar la posibilidad de elevar en consulta a la Corte IDH el tema de las medidas cautelares, su reglamentación, así como su alcance e implementación en la práctica de la CIDH, definiendo los términos de dicha consulta a través de los mecanismos e instancias correspondientes.

	La Comisión con base a su Reglamento (no aprobado por los Estados miembros de la OEA) ha hecho una interpretación extensiva de las medidas cautelares, apoyada en la práctica llevada hasta la fecha. 
La Comisión debe fundamentar jurídicamente las razones por las que otorga una medida cautelar, la cual debe estar caracterizada por la revocabilidad, transitoriedad, accesoriedad, extrema gravedad y urgencia real de la situación.

	III. Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Aplicar rigurosamente los criterios de admisibilidad de peticiones, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH.

b) Desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos,  incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal. 

c) Poner en práctica, plazos (al menos indicativos) para cada etapa de procedimiento.

d) Definir criterios o parámetros objetivos y fundar y motivar la procedencia del mecanismo excepcional de acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo.

e) Establecer mecanismos  para determinar e individualizar a las presuntas víctimas.

f) Asegurar una pronta notificación de peticiones iniciales a Estados, inmediatamente después de terminada la etapa de registro.

g) Una actualización de los hechos materia de las peticiones iniciales cuando sean transmitidas a los Estados con considerable posterioridad a su registro, o bien en casos de larga inactividad procesal.

h) Continuar desarrollando criterios objetivos para determinar prioridades en cuanto al tratamiento de peticiones y otros casos, a la luz de la naturaleza, complejidad e impacto de las situaciones alegadas.

i) Otorgar plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones, tomando en cuenta la antigüedad de los hechos reclamados en la petición, el volumen de sus antecedentes y/o la complejidad del asunto. 

j) Otorgar plazos y prórrogas, razonables a los Estados para el seguimiento de las recomendaciones que la CIDH formule, a la luz de la naturaleza de éstas, así como del alcance de las acciones que se requieren del Estado, según corresponda, conforme a la normatividad aplicable.

k) Mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas concernidas  a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos.

l) Considerar el desarrollo de un mecanismo electrónico que tienda a la sistematización de los antecedentes, informes y decisiones de la CIDH. 

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	La Comisión antes de admitir una petición debe verificar exhaustivamente el agotamiento de los recursos internos del país en cuestión, a través de la solicitud de la información correspondiente al Estado involucrado. 



	IV. Soluciones amistosas

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Fortalecer progresivamente al grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

b) Depositar en un comisionado la línea de mando del eventual grupo de trabajo sobre soluciones amistosas.

c) Ampliar la disponibilidad del proceso de solución amistosa, a fin de que no sólo se contemple en la fase del examen de petición, sino también, de ser el caso, desde el registro de la petición e incluso después de la emisión del informe sobre el fondo.

d) Establecer plazos para agilizar la emisión de informes sobre procesos de solución amistosa, una vez que los acuerdos sean notificados a la CIDH.

e) Elaborar un manual práctico o guía sobre soluciones amistosas, que incluya, entre otros, el estado de su reglamentación en el SIDH, un compendio de experiencias exitosas o buenas prácticas registradas, un catálogo de posibles medidas de reparación, etc. Podría explorarse la posible cooperación de instituciones educativas o asociaciones profesionales para su elaboración.

f) Brindar capacitación sobre facilitación de procesos de solución amistosa a personal de la CIDH.
Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.

	Las soluciones amistosas son un medio para dirimir conflictos en los cuales se obtiene un arreglo satisfactorio para las Partes involucradas, donde se evita la dilación y el gasto económico que representa tanto para el Estado como para el peticionario. En consecuencia, la Comisión debería crear puentes entre las Partes y generar confianza entre las mismas. 

La Comisión debería promover una actitud conciliadora versus la actual actitud confrontadora e inquisidora que mantiene con los Estados.

	V. Criterios para la elaboración del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región

a) Reflexionar sobre la eficacia del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH en la promoción de los derechos humanos en el hemisferio.

b) Revisar los criterios, metodología y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV, incluyendo el uso de fuentes públicas y privadas.

c) Ampliar el espectro del Capítulo IV del Informe Anual de la CIDH para que se analice de manera objetiva e integral la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean estados parte o no de los instrumentos interamericanos de derechos humanos.

d) Considerar en la elaboración del Capítulo IV no solo derechos civiles y políticos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

Nota:

El Grupo de Trabajo no formuló recomendaciones para los Estados Miembros en este tema.
	El objetivo del Informe Anual debe ser presentar una visión hemisférica de la situación de los derechos humanos y no sobre un país en particular, por ende debería analizarse de manera objetiva la situación regional tanto de los derechos civiles y políticos como de los derechos económicos, sociales y culturales.

En el Capítulo IV la Comisión refleja únicamente aquellas situaciones que a su juicio son graves, dejando de lado un análisis integral y coyuntural de la situación de derechos humanos en el hemisferio, desestimando los principios de universalidad, objetividad e imparcialidad. En el capítulo IV no se ha hecho un adecuado análisis del resto de los países que estén en similares o peores circunstancias en el continente. 

El Capítulo IV del informe anual se utiliza para hacer señalamientos públicos con alcance político sobre supuestas situaciones de violaciones de derechos humanos en determinados países. Este capítulo en lugar de contribuir a identificar y apoyar en la defensa y protección de los derechos humanos ha servido más bien para señalar, denunciar y desacreditar intencionalmente países ante la opinión pública y favorecer intereses políticos en contra de algunos pocos países de la región.

Los criterios utilizados por la CIDH son absolutamente discrecionales y por lo tanto carecen de argumentación jurídica alguna. Son criterios subjetivos que se prestan a la discriminación, selectividad y a interpretaciones individuales. Para su elaboración no existe una metodología enfocada a verificar las fuentes, o por lo menos tomar en cuenta la diversidad informativa; es absolutamente predecible. Evidentemente, son elementos que deslegitiman las recomendaciones que pueda presentar.

La utilización de información parcializada, el desconocimiento de políticas, pronunciamientos y acciones oficiales y la falta de transparencia respecto a la metodología utilizada, llevan a la República Bolivariana de Venezuela a reiterar lo expresado en numerosas ocasiones sobre la politización y subjetividad que ha guiado a la CIDH al momento de elaborar el Capítulo IV de su Informe Anual. 

Igualmente, tampoco existe una metodología establecida para conocer cuáles condiciones debe cumplir un Estado para que sea desincorporado de dicho capítulo.

Todo lo anterior nos lleva a reiterar:

Eliminar el Capítulo IV, pues perturba o impide el diálogo entre la CIDH y los Estados que son discrecionalmente incluidos en dicho capitulo y revelan un empeño en denunciar selectivamente a esos países a nivel regional.

Instar a la CIDH a que en la elaboración de su Informe Anual se ajuste a lo establecido en el artículo 59, literal a, numeral 1 de su propio Reglamento y “realice un análisis de la situación de los derechos humanos del hemisferio, junto con las recomendaciones a los Estados y órganos de la OEA sobre las medidas necesarias para fortalecer el respeto de los derechos humanos”.

	VI. Promoción de los derechos humanos

A. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados
b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B. Recomendaciones a los Estados Miembros de la 

OEA:

a) En colaboración con la CIDH, fomentar mayor cooperación e intercambio de buenas prácticas entre Estados, tras identificar áreas de fortaleza y de oportunidad de unos y otros.

	La CIDH debería ser la columna del sistema de promoción de los derechos humanos a nivel hemisférico. Para poder cumplir este objetivo, la CIDH debería fortalecer la colaboración con los Estados, cuando éstos lo soliciten, en las áreas de difusión, educación y creación y desarrollo de capacidades humanas e institucionales en materia de derechos humanos.

La CIDH debería ser la columna del sistema de promoción de los derechos humanos a nivel hemisférico. Para poder cumplir este objetivo, la CIDH debería fortalecer la colaboración con los Estados, cuando éstos lo soliciten, en las áreas de difusión, educación y creación y desarrollo de capacidades humanas e institucionales en materia de derechos humanos.


	VII. Fortalecimiento financiero del SIDH

A. Recomendaciones a los Estados Miembros de la OEA:

a) Incrementar progresivamente los recursos asignados a los órganos del SIDH provenientes de fondo regular de la OEA, de manera adecuada a las necesidades y prioridades identificadas por los mismos órganos y por los propios Estados.

b) Dar pasos concretos hacia dicho objetivo, preferentemente en el primer semestre de 2012.

c) Considerar como una alternativa para avanzar hacia el efectivo fortalecimiento financiero del SIDH un esquema de dos vías paralelas y complementarias: i) financiamiento del SIDH proveniente del presupuesto regular de la OEA (solución de mediano plazo); y ii) financiamiento mixto del SIDH, mediante recursos provenientes del presupuesto regular y recursos provenientes de contribuciones voluntarias u otras fuentes (solución para corto plazo en tanto se logra la solución de mediano plazo).

d) La creación o establecimiento de un mecanismo o grupo técnico –con la participación de Estados Miembros, la Secretaría General de la OEA y los órganos del SIDH-, cuya labor sea precisar los requerimientos financieros y establecer alternativas para lograr el fortalecimiento financiero de los órganos del SIDH, así como analizar mecanismos de gestión más eficientes, considerando el Plan Estratégico 2011-2015 de la CIDH y los Lineamientos 2011-2015 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

e) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, realizar sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. Igual recomendación se extiende a los Estados Observadores y otras instituciones que realizan contribuciones financieras. 

B. Recomendaciones a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos:

a) Incluir en su informe anual, de forma clara y accesible, información sobre la gestión de los recursos recibidos.

b) Mientras se alcanza el objetivo de dotar al SIDH de recursos suficientes con cargo al presupuesto regular, invitar a los donantes a que realicen sus contribuciones voluntarias sin fines específicos. 

c) Asignar recursos adecuados, suficientes y balanceados a todas sus relatorías, grupos de trabajo y unidades, así como un manejo eficiente y transparente de esos recursos.

C. Recomendación al Secretario General de la Organización

a) Elaborar y presentar una propuesta que planteé  estrategias para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización.
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�.	 La documentación del Consejo Permanente sobre este proceso de reflexión puede consultarse visitando el siguiente enlace: � HYPERLINK "http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp" ��http://www.oas.org/consejo/sp/reflexion.asp�
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